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RESOLUCIÓN No. 84 DE LA ASAMBLEA. 



RESOLUCIÓN 

QUE DISPONE LA PUBLICACIÓN DE CINCO MIL EJEMPLARES EN 
% INGLÉS Y CASTELLANO DE LOS DOCUMENTOS CRUZADOS ENTRE 
LOS COMITÉS DE CONFERENCIA DE AMBAS CÁMARAS, SOBRE 
LOS VOTOS EN DISCORDIA REFERENTES Á LA ELECCIÓN DE 
COMISIONADOS RESIDENTES EN LOS EE. UU., Y DE LOS DE- 
MÁS DOCUMENTOS REFERENTES AL ASUNTO. 

Se resuelve, Que los documentos cruzados entré los 
Comités de Conferencia de la Asamblea y de la Comisión sobre 
los votos en discordia de ambas Cámaras, acerca de la elec 
ción de los Comisionados Residentes y los demás documentos 
referentes al asunto, excepto los tratados en sesión secreta, 
se publiquen en castellano é inglés en número de cinco mil 
ejemplares por cada idioma, para ser distribuidos por el Secre- 
tario de la Asamblea, bajo la dirección del Presidente de la 
misma. 

Aprobada en 2 de Febrero de 1911. 



CONFERENCIAS 

SOBRE LA 

ELECCIÓN DE COMISIONADOS 

RESIDENTES EN LOS ESTADOS UNIDOS. 

En cumplimiento del artículo 8 de la Ley de 1 o de Julio 
de 1902 del Congreso de los Estados Unidos, la Legislatura 
Filipina procedió en su sesión del 4 de Noviembre de 1910, 
á la elección de Comisionados Residentes en los Estados Unidos, 
según el procedimiento prescrito en la Resolución Conjunta 
No. 2 de la Primera Legislatura, de 22 de Noviembre de 1907. 

De acuerdo con dicha Resolución, la Asamblea, constituida 
en Comité de toda la Cámara, nominó por aclamación al 
Sr. Manuel L. Quezon para el cargo de Comisionado Resi- 
dente, al propio tiempo que la Comisión nominaba al Sr. Benito 
Legarda, por su parte para el mismo cargo. Ambos nominados 
desempeñaban los cargos de Comisionados Residentes en los 
Estados Unidos, elegidos por la Primera Legislatura. 

Notificada cada una de las Cámaras de estas nominacio- 
nes, la Comisión acordó conformarse con la nominación del can- 
didato de la Asamblea, si ésta aprobaba la nominación del 
candidato de la Comisión; pero la Asamblea, por 58 votos 
contra 12, rechazó la nominación del Sr. Legarda. 

- En su consecuencia, la Asamblea procedió á una nueva 
nominación y por aclamación unánime fué designado el mismo 
Sr. Manuel L. Quezon; pero la Comisión suspendió la nueva 
nominación, por creer que la Resolución Conjunta No. 2 apro- 
bada por la Primera Legislatura, estuvo en vigor solamente 
durante la misma (1). 

Aprobada por ambas Cámaras, en sesión de 8 de No- 
viembre de 1910, otra nueva Resolución Conjunta (2) dispo- 
niendo que la Comisión y la Asamblea continúen procediendo 
á la elección de Comisionados Residentes de Filipinas á los 



, (1) Acta No. 17. 

(2) Resolución Conjunta No. 5. 
1 
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Estados Unidos, la Comisión aprobó unánimente, sin condición 
alguna, la nominación por la Asamblea á favor del mismo 
Sr. Quezon, y al propio tiempo nominó de nuevo al Sr. Be- 
nito Legarda; pero éste fué rechazado por la Asamblea por 
51 votos contra 5. 

Al procederse á nueva nominación, la Asamblea nominó de 
nuevo por aclamación al Si*. Quezon y la Comisión aceptó 
de nuevo por unanimidad, la designación del mismo, nominando, 
á su vez, nuevamente, al Sr. Legarda; cuya nominación fué 
rechazada por la Asamblea por 54 votos contra 5 (1). 

Otras cinco nominaciones se hicieron, una el día 9, una 
el día 10, y tres el día 17 de Noviembre, dando el mismo re- 
sultado respecto al Sr. Quezon; mientras que el Sr. Legarda 
obtuvo sucesivamente á su favor #, 2, 2, 1 y votos. 

En vista de este resultado, la Comisión solicitó una con- 
ferencia, la cual fué aceptada por la Asamblea, nombrándose 
los siguientes comités: 

Por parte de la Comisión: El Presidente Porbes, y 
los Comisionados Gilbert, Araneta, Sumulong y Branagan. 

Por parte de la Asamblea: El Speaker Osmena y los 
Diputados Barretto, Apacible, Adriático y Villanueva (P.) (2). 

El día 18 de Noviembre de 1910 se reunió por primera 
vez el Comité Conjunto de Conferencia de ambas Cámaras y 
sucesivamente el 29 de Noviembre de 1910, (3) el 13, el 26 y 
el 31 de Enero y el l.o de Febrero de 1911. 

Las discusiones verbales sostenidas en las conferencias 
por los miembros de ambas Cámaras, se ponían después por 
escrito, en forma de memorándums. 



(1) Acta No. 20. 

(2) Actas Nos. 21, 22 y 28. 

(3) Acta No. 29. 



Miércoles, 1.° de Febrero de 1911. 



Se. Presidente: 



Vuestro Comité de Conferencia en el asunto de la elec- 
ción de Comisionados Residentes en los Estados Unidos, tiene 
el honor de presentar por su conducto á la Cámara, para su 
aprobación, el adjunto informe acompañado de un breve record 
de lo que ha pasado en las discusiones habidas con el Comité de 
Conferencia por parte de la Comisión, referentes al mismo asunto. 
Muy respetuosamente, 

Sergio Osmeña, 
Macario Adriático, 
Francisco Villanueva, 
Alberto Barretto, 
Galicano Apacible. 



Al Honorable Presidente de la 
Asamblea Filipina. 



^-jWttsittiP,, 
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INFORME DE CONFERENCIA, 



El Comité de Conferencia en el asunto de los candida- 
tos para la elección de Comisionados Residentes á los Es- 
tados Unidos, tiene el honor de informar que nó han llegado 
a un acuerdo. 



W. Cameron Forbes, 
Newton W. Gilbert, 
Frank A. Branagan, 
Gregorio Araneta, 
Juan Sumulong. 

Conferenciantes de 
parte de la Comisión. 



Sergio Osmeña, 
Macario Adriático, 
Francisco Villanueva, 
Alberto Barretto, 
Galicano Apacible. 

Conferenciantes de 
parte de la Asamblea. 
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MEMORÁNDUM 

DE LA SESIÓN DEL COMITÉ CONJUNTO DE CONFEREN- 
CIA DE LAS DOS CÁMARAS DE LA LEGISLATURA 
SOBRE LA ELECCIÓN DE COMISIONADOS RESI- 
DENTES EN LOS ESTADOS UNIDOS. 

18 de Noviembre de 1910: 

Presentes: Los Comisionados Gilbert, Araneta, Branagan, 
Sumulong y el Presidente de la Comisión, por parte de ésta, 
y los Diputados Barretto, Adriático, Apacible, F. Villanueva 
y el Presidente de la Asamblea por parte de la última. 

El, Presidente de la Comisión abrióla sesión mani- 
festando lo siguiente: 

DISCURSO DEL PRESIDENTE FORBES 

Presidente. — La Comisión fué nombrada por el Presidente de 
los Estados Unidos. Nosotros representamos en Filipinas su polí- 
tica y sus ideas y es deber nuestro velar porque se lleven 
á cabo. Por tanto, en la elección de Comisionados Residentes 
en los Estados Unidos, hemos entendido que lo primero y 
más importante que había que considerar era la designación 
de alguien que estuviese en entera armonía con las miras y 4 
la política del Gobierno aquí, de alguien que tuviese la 
confianza personal del Presidente y que á ser posible fuese 
amigo suyo. No hemos creido que fuese necesario que la 
persona designada perteneciera á ningún partido político ya 
progresista ó ya nacionalista, sino que lo -importante era que 
representase debidamente á la Comisión, que se compone de 
hombres que no pertenecen á ningún partido político sino 
que están unidos para realizar cierta política, y que el re- 
presentante de la Comisión debía ser un hombre que enten- 
diese plenamente dicha política y estuviese identificado con 
ella. El Sr. Legarda fué designado primero para el cargo 
de Comisionado Residente en los Estados Unidos por el mismo 
Mr. Taft cuando vino como Secretario de la Guerra a inau- 
gurar la Primera Legislatura Filipina. Fué elegido en aquel 
entonces y ha representado hábilmente hasta el día de hoy la 
política para la que fue elegido. Es amigo personal é íntimo 
del Presidente. Fué uno de los primeros filipinos nombrados 
para la Comisión y sirvió constantemente en ella hasta que fué 
elegido para ir á los Estados Unidos como Comisionado Re- 
sidente. Está enteramente familiarizado con todas las tareas 
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de la Comisión y con los diversos problemas que se h&n 
planteado y con la manera en que se han resuelto. Es amigo 
personal de todos los miembros de la Comisión y es moral 
y socialmente capaz por entero de representar dignamente 
al pueblo* filipino en el Capitolio. Es una persona agradable, 
domina el inglés y es socialmente popular y grato. No co- 
nocemos otro que tan bien jpueda representar á la Comisión 
en Washington como el .Comisionado Legarda. No sabemos 
de otro que reúna todas estas cualidades en el mismo grado. 
Que sepamos, no se le ha hecho oposición desde el punto 
de vista de su cajj^cidad ni de su carácter. La Comisión 
ha conferenciado con el Presidente acerca del asunto y el 
Presidente le ha hecho saber que vería con buenos ojos la ree- 
lección del Sr. Legarda, y en estas circunstancias la Comi- 
sión halla justificado insistir en que se le designe. La Co- 
misión reconoce el derecho de cada Cámara de oponerse a la 
designación que haga la otra. La Resolución Conjunta con 
sujeción á la cual se celebran ahora las elecciones, prevee 
cabalmente semejante contingencia — la designación de cada Cá- 
mara tiene que ser aprobada por la otra antes de que se 
proceda á votar. — Si las dos Cámaras no llegan á'un acuerdo^ 
no hay elección. No es esto caso raro en las Legislaturas. En 
los Estados Unidos ocurre no pocas veces que las vacantes en el 
Senado de la Unión, quedan sin cubrir durante mucho tiempo, 
á veces durante un período entero de sesiones del Congreso, 
por no haber llegado á uri acuerdo sobre los candidatos las dos 
Cámaras de la Legislatura. 

MANIFESTACIONES DEL COMISIONADO ARANETA. 

Comisionado Araneta. — Estoy en un todo conforme con lo 
manifestado por el Presidente de la Comilón y creo que 
los miembros de ésta, al designar al Sr. Legarda, lo hicieron 
porque consideraron que era el mejor que podían elegir como 
representante de la Comisión. 

DISCURSO DEL COMISIONADO GILBERT. 

Comisionado Gilbert.— Como aditamento á lo manifestado por 
el Presidente de la Comisión y por el Comisionado Araneta, he 
de decir que entiendo que la Ley del Congreso que dispuso 
la elección de Comisionados Residentes, intentó prácticamente 
la elección de uno por cada Cámara, porque dice que deben ser 
elegidos por las dos Cámaras constituidas por separado. Si el 
Congreso hubiese intentado que cualquiera de las Cámaras eli- 
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gieáfe los dos Comisionados, hubiera hecho así la ley y dis- 
puesto que la Asamblea ó la Comisión eligiesen los Comisiona- 
dos Residentes. Hasta ahora ambas Cámaras han entendido 
que ej^os dos funcionarios debían ser elegidos como represen- 
tantes especiales por cada una de las dos. Desde que*be orga- 
nizó la Legislatura Filipina ha imperado siempre la más cor- 
dial inteligencia entre* ambas Cámai^ que jamás se ha interrum- 
pido, que yo sepa, hasta el momento actual. Yo creo que este 
desacuerdo ha^de, llevar al pueblo filipino la impresión de que 
ya no existen las relaciones cordiales que existían antes. Per- 
sonalmente yo consideraría este asunto co^p muy grave, por- 
que un gobierno sólo puede desenvolverse bien con la coopera- 
ción cordial de todos los funcionarios responsables. Creo, sin 
embargo, que esto es solo aparente y que esta impresión puede 
contrarrestarse fácilmente, obrando ambas Cámaras como hasta 
aquí con respeto cordial cada una para las opiniones de la 
otra. La Comisión, entendiéndolo así, ha apoyado unánimente en 
cada votación al designado por la Asamblea, no desde luego 
por las opiniones políticas del individuo, sino por entender que 
cada Cámara tiene derecho á esta representación y que lo único 
que justificaría la negativa á consentir en la designación hecha 
por la otra Cámara había de ser la incapacidad moral del 
designado ó su deslealtad al Gobierno. Que yo sepa, no se 
ha formulado semejante acusación contra el Sr. Legarda. 
Diré, además, que, á mi juicio, el seguir prolongando esta 
actitud es perjudicial para el bienestar del pueblo fili- 
pino, porque la Legislatura se reúne sobre todo para le- 
gislar y ya ha pasado un tercio del breve período de se- 
siones dispuesto por la ley y no se ha hecho absolutamente 
nada en el sentido de legislar. 

MANIFESTACIONES DEL COMISIONADO SUMULONG. 

Comisionado Sumulong, — Creo que lo dicho por el Presidente 
de la Comisión, por el Vice- gobernador y por el Comisionado 
Araneta expresa con exactitud la únicfci actitud posible que 
á mi juicio puede tomar la Comisión en éste asunto, dentro 
de la ley vigente, respecto á la elección de Comisionados Re- 
sidentes. 

MANIFESTACIONES DEL COMISIONADO BRANAGAN. 

Comisionado Branagan.— Diré que lie conocido al Sr. Le- 
garda hace unos idiez años y que estuve familiarmente unido 
á él durante los primeros días del Gobierno de los Estados 
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Unidos en Filipinas y que he visto de cerca el trabajo que 
ha hecho en beneficio del pueblo filipino. Conozco el predi- 
camento de que goza en Washington en las Cámaras del 
Congreso y estoy en un todo conforme con lo que han dicho 
los oradores que me han precedido. Creo que no podría ha- 
llarse uno más á propósito para cubrir la plaza, que el de- 
signado por la Comisión. 

DISCURSO DEL SPEAKER OSMEÑA 

A MODO DE PRELIMINAR. 

Speaker Osmeña. — Caballeros del Comité de Conferencia por 
parte de la Comisión: el Comité de Conferencia por parte de la 
Asamblea ha oído con mucho interés todo cuanto el Presidente 
del Comité y sus miembros han tenido á bien manifestar en el 
asunto de la elección de los Comisionados Residentes. Antes 
de producir nuestra contestación, cumple á este Comité mani- 
festar, á modo de preliminar, su satisfacción al notar la acti- 
tud conciliadora en que se ha colocado desde el primer instante 
el Comité de la Comisión. Esta actitud ha sido expresada 
con mayor énfasis, cuando el Vice-Gobernador, que es miembro 
de este Comité, ha invocado las cordiales relaciones que siempre 
han existido entre las dos Cámaras, como un motivo para 
zanjar satisfactoriamente las presentes diferencias. Los miem- 
bros de la Asamblea Filipina reconocen la existencia de esas 
relaciones y están sumamente interesadas en conservarlas por 
el interés y para el beneficio del pueblo filipino. En reali- 
dad, la política que ha hecho posibles tales relaciones entre 
la Comisión y la Asamblea, ha sido nuestra, y fuimos res- 
ponsables de la misma ante el pueblo que nos eligió. Cuando 
disentimos ahora de la Comisión, cuando sustituimos la relación 
de armonía, que nosotros mismos hemos fomentado, por la 
actitud de un desacuerdo insistente, lo hacemos muy á gesar 
nuestro. Pero si así obramos, es porque creemos que cum- 
plimos hoy con nuestro deber, como lo cumplimos en lo pa- 
sado. Si nos oponemos ahora, á pesar de nuestros deseos 
de. inteligencia y armonía, es porque defendemos un derecho 
del pueblo. 

LiA ESENCIA DE LAS INSTITUCIONES. 

Entrando ya en eL examen del asunto que aquí nos reúne, 
no es menester que analicemos las relaciones que existen 
entre el Presidente de los Estados Unidos y la Comisión de 
Filipinas. Bastará decir, por ahora, que no podemos con- 
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currir con el Comité de la Comisión en sus apreciaciones 
acerca del carácter de dichas relaciones. La tesis de que la 
Comisión es solamente una hechura del Presidente de los 
Estados Unidos y* no puede expresar en este caso sino la 
voluntad y el criterio de éste, podría ser objeto de una seria 
discusión. Sin salir de la historia de América y dentro de 
los precedentes que esa nación nos suministra, hallaremos 
argumentos que refuten esta teoría. Podríamos fácilmente 
distinguir entre un gobierno institucional de responsabilidad 
y libertad y un gobierno arbitrario y absoluto. No costaría 
trabajo hallar en el derecho moderno, la idea de una ver- 
dadera autonomía entre los organismos de un gobierno, escrita 
sobre las huellas, ya borrosas, del sistema antiguo de mera 
dependencia y sumisión incondicional á los superiores. Hay en 
el régimen de las democracias, por mucho que se limiten sus 
manifestaciones, esferas propias de acción, que corresponden a 
los diversos órganos del Estado ó del gobierno. En la función 
de estos órganos hay que reconocer, forzosamente, cierta inde- 
pendencia, ó negar que exista la democracia. Si permitís que 
se ataque la esencia de las instituciones, entonces, sobre los 
restos de un régimen de leyes, habráse edificado el imperio de 
un gobierno de hombres. Por fortuna, nuestro gobierno es un 
* 'gobierno de leyes y no de hombres, esencial á la protección 
de los derechos individuales para un gobierno libre y ordenado.'' 
Reconocemos que esta teoría de la indivisión de poderes 
entre la Comisión de Filipinas y el Presidente de los Estados 
Unidos, pudo trae? su origen del hecho de que, en un tiempo, 
el gobierno de Filipinas fué una creación administrativa dé di- 
cho Presidente en el ejercicio de sus poderes militares. Pero 
desde que el Congreso de los Estados Unidos recobró su su- 
premacía constitucional, una vez terminada la guerra, y, asu- 
miendo el control, dictó la Ley de l.o de Julio de 1902, consi- 
derada como Ley Orgánica de Filipinas, á la teoría de la indi- 
visión de poderes le faltaría totalmente la base. 

Naturaleza del cargo de Comisionado Residente. 

Nuestro Comité no desea, sin embargo, entrar, sin necesi- 
dad, en la amplia discusión de estas relaciones, y ciñéndonos 
á la materia, formulamos la siguiente pregunta: ¿cuál es la pro- 
pia representación de los Comisionados Residentes? Esto es, 
¿cuál es el carácter y naturaleza de este cargo? Ó, limitando 
más la cuestión, puesto que no hay ningún voto en discordia re- 
ferente á la designación de uno de los Comisionados Residentes 
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¿qué significa, políticamente hablando, el Comisionado Residente 
que ha nominado la Comisión y la Asamblea ha rechazado? 

Si se admite que el Comisionado Residente mencionado, 
¿ebe ser un representante de la Comisión* ó agente de la admi- 
nistración, y si debe ser elegido, por este motivo, de acuerdo 
con la voluntad del Presidente de los Estados Unidos que ha 
nombrado á los miembros de la Comisión de Filipinas, la Comi- 
sión habr.á encontrado un sólido argumento para la designa- 
ción que ha hecho, y la Asamblea podría retirar su oposición, 
si así lo desease y si no tuviera otras fuertes objeciones que 
formular. Si, por el contrario, el Comisionado Residente en 
cuestión no debe ser hechura de la administración ni represen- 
tante de la Comisión sino portavoz y Delegado del pueblo fili- 
pino, entonces la* Asamblea no podría retirar, sin condenarse á 
sí misma, su oposición. 

En- la amplia disertación del Presidente y de los miembros 
del Comité de Conferencia por parte de la Comisión, para ex- 
plicar las razones en que se ha fundado la Comisión para no- 
minar al Sr. Legarda ó insistir en tal nominación, no hemos 
hallado otro argumento que el que se funda en la , opinión de 
que el Comisionado Residente en cuestión, es representante de 
la Comisión. Nuestra contestación ha de girar, por consiguiente, 
al rededor de este argumento. 

Quédase admirado este Comité ante las. serenas perspectivas 
que traza a nuestra vista el Gobernador General cuando discute 
esta cuestión, y quisiera imitarle de alguna manera, y si fuera 
posible, en participar de su opinión. 

Pero á pesar de nuestros esfuerzos, nos es imposible abdicar 
de nuestra creencia de que el Comisionado Residente en cues- 
tión, debe ser, y es, representante del pueblo. 

Una Constitución propia. 

Al estudiar un asunto de tanta importancia como éste, es 
una lástima que Filipinas no tenga todavía una Constitución 
propia, á la cual acudir en consulta. Se ha dicho siempre que 
una Constitución es necesaria y que en los momentos de duda 
y de dificultades, cuando surgen esos grandes conflictos de de- 
recho que embarazan las situaciones y oscurecen el horizonte, 
la Constitución brilla como un faro destinado á alumbrar desde 
arriba, el camino tenebroso de los que luchan abajo. Pero, 
aunque la suerte, esquiva hasta ahora a las pretensiones de 
nuestro pueblo, no nos ha deparado la suerte de poseer una 
Constitución propia, hay, sin embargo, un conjunto de prác- 
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ticas, preceptos y disposiciones, que pueden ^ suplir, al menos 
para este caso, esta falta de la propia Constitución. Y no 
hemos de citar aquí principios abstractos, sino hechos: ni re- 
correremos otras sendas, que las ya conocidas de la historia 
americana. Al fin y al cabo, no en balde se escribieron, entre 
las violencias y amarguras de la suprema crisis, las siguientes 

palabras: 

Acordaos que la gloria y el orgullo de Norte América, se 
han cifrado siempre en combatir por los derechos de la huma- 
nidad, cuando reivindicaba sus propios derechos. 

LO QUE DICE NUESTRA LiEY ORGÁNICA. 

Penetremos resueltamente por el campo de nuestras obser- 
ciones y de nuestro estudio, con la fe que inspiran estas de- 
claraciones recogidas por la historia, fé que no está muerta 
aún en nuestras almas sedientas de justicia. , 

Estableber, como pretendemos, el sentido y alcance ver- 
daderos, ó sea el concepto jurídico y político que envuelve 
el cargo de Comisionado ó Delegado en cuestión, no es difí- 
cil. Basta revestirse de un poco de paciencia y no cerrar los 
oídos a la voz de la justicia. Paciencia, para recurrir a los pre- 
cedentes, y justicia, para hallar, al través de los mismos, el sen- 
tido jurídico apropiado, sin dejarse arrebatar de la pasión, antes 
discurriendo serena y juiciosamente. El Comité de la Comisión 
para resolver en su favor el único punto de la contención, ha 
recurrido á la Ley Orgánica de Filipinas, ó sea á la Ley del 
Congreso de 1.° de Julio de 1902. No la ha explicado, ni, al 
exponer los propósitos .que atribuye á la ley, nos ha dicho 
cuál ha sido su punto de apoyo para interpretarla como la 
ha interpretado. Ha hecho referencia á la ley, y se ha limi- 
tado á decir que ésta sostiene su tesis, ó sea la de que el De- 
legado en cuestión, es un representante de la Comisión ó de 
la administración. 

Veamos la disposición legislativa, que es como sigue: 

Simultáneamente con la primera reunión de la Legislatura 
filipina, y cada dos años en lo sucesivo, dicho Cuerpo elegirá 
por votación separada de ambas Cámaras, dos Comisionados que 
han de ser residentes de las Islas, para que las representen en 
los Estados Unidos. Dichos comisionados serán reconocidos ofi- 
cialmente por todos los Departamentos de la Administración al 
presentar al Presidente el certificado de elección expedido por 
el Gobernador Civil de 'dichas Islas, y gozarán de un sueldo de 
cinco mil dollars anuales cada uno, pagadero ,por mensualida-* 
des, más dos mil dollars adicionales para ifedos sus gastosa 
Entendiéndose, Que sólo será elegido para ese cargo el que fuere 
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elector calificado de las Islas, debiere fidelidad á los Estados 
Unidos y tuviere treinta años cumplidos. — (Art. 8, Ley del 
Congreso de l.o de Julio, 1902.) 

Análisis de la disposición legal. 

Al parecer, toda la argumentación de la Comisión se basa 
en la parte de la Ley del Congreso que dispone la votación 
separada. Pero, á la pretensión de que esto indica que cada 
Cámara debe tener su representante, opondremos una contes- 
tación bien sencilla. Si tal hubiese sido la intención del Con- 
greso, fácil hubiese sido expresar que cada uno de estos dos 
Delegados representa á cada una de las Cámaras de la Legis- 
latura, y disponer que cada Cámara elija su Delegado ó repre- 
sentante correspondiente. Con esto se hubieran sorteado todas 
las dificultades. 

Indudablemente que el Congreso habría sido más explícito 
si su intención fuese que el carácter de la representación se 
vinculase en las Cámaras, y no en el pueblo, como es nuestra 
opinión, desnaturalizando, en ese caso, un cargo que ha sig- 
nificado siempre otra cosa en el derecho público de los Es- 
tados Unidos. Esto es lo menos que cabe esperar de la sa- 
biduría y experiencia del Congreso. 

Estamos convencidos de que el Congreso no adulteró el 
cargo de Delegado Residente, al conceder tal representación á 
Filipinas, aún cuando los órganos designados para elegirlo fue- 
ron la Comisión y la Asamblea. Todo lo más que puede con- 
cederse, es que así se determinó para que compartiesen esta 
nueva responsabilidad ambas Cámaras unidas, para que la re- 
presentación popular, que es á quien propiamente, y en realidad, 
debiera competir la designación, depurase sus juicios y adoptase 
sus determinaciones con los consejos de la Comisión. De nin- 
guna manera pudo ser, que el objetivo fundamental de la con- 
cesión al pueblo filipino, ó sea la representación, aunque limi- 
tada, en Washington, fuese destruido, A tal conclusión llega 
el Comité de la Asamblea, y á tal conclusión llegaremos todos, 
si consultamos los precedentes. 

El cargo de Comisionado Residente al través del tiempo. 

Esta representación, concedida á una porción de territo- 
rio sujeta al control de los Estados Unidos y no representada 
por Senadores y Representantes en el Congreso, no es nueva 
en la historia americana. Ni siquiera es cosa creada para 
filipinas. El cargo es antiquísimo y acerca de su carácter^ 
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su poder y su alcance, la mente del pueblo americano ha 
sufrido las menos variaciones posibles. Hace más de un siglo 
que el cargo fué creado. Es anterior á Ja Constitución misma 
y desde luego precede también al Congreso federal que la 
misma instituyó. La Ordenanza que creó el cargo de Dele- 
gado, se remonta al siglo XVIII. Revela ya las ideas de 
libertad y de justicia que han informado y vivificado toda 
la historia americana durante más de un siglo. 

Como no se concibe un gobierno libre sin representación 
popular y el territorio de los Estados Unidos situado al Nor- 
oeste del río de Ohio no tenía la representación que poseían 
los Estados en el Congreso confederado, éste dispuso en Julio, 
13, 1787, que dicho territorio tuviese Delegados en el Con- 
greso. Por lo demás, la ordenanza, aunque han pasado mu- 
chos años, puede considerarse todavía animada de . un espíritu 
liberal y puede sostener alguna comparación con disposicio- 
nes de tiempos más recientes y tenidas por altruistas. Cinóo 
mil habitantes mayores de edad, tienen derecho á elegir re- 
presentantes para la Asamblea General. Forman la Asamblea 
General, un Gobernador, un Consejo Legislativo, nombrado, 
por el Congreso, y una Cámara de Representantes elegidos 
por el pueblo. Y "tan pronto como una Legislatura esté 
formada en el distrito" (1)— nótese que no había apenas pue- 
blo, que se trataba casi de extensas soledades, y nada más, 
— el Consejo y la Cámara votarán un Delegado. Más adelante, 
en el artículo 5? de la Ordenanza, se preceptúa que con sólo 
sesenta mil habitantes dentro del territorio, podrá constituirse 
un Estado, que será admitido á la Unión y obtendrá desde 
luego el pleno reconocimiento de todos los derechos inherentes 
á un pueblo soberano y libre. 

El Congreso federal una vez instituido por la Constitu- 
ción de los Estados Unidos hasta ahora en vigor, ratificó las 
disposiciones de esta Ordenanza del gobierno continental, el 7 
de Agosto de 1789. 

De acuerdo con estas teorías, que pasaron al derecho 
, positivo y tomaron allí cuerpo, á cada territorio "contiguo" 
ó no— según la moderna clasificación — se le ha reconocido el 
derecho de tener cierta representación, por medio de un De- 
legado, en el Congreso. Al través de la historia americana 
y durante todo su transcurso, obsérvase que dichas teorías 
obtuvieron completa sanción, y con un nombre ó con otro* 

(1) Art, IL 
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es el caso que el prmcipio fundamental, originalmente éxpre- 
* sado, |p ha mantenido en todo su vigor. Se podrían citar 
todos los casos que se quisieran, pero para buscar ejemplos 
máá recientes, bastará indicar á Hawaii, Puerto Eico y Fi- 
lipinas. - 

Siempre han sido, como son, representantes del pueblo. 

* Ahora, caballeros, deseamos deciros una cqsa: ni en un 
solo momento, durante esa larga vida nacional de nÉts de un 
siglo, se ha dudado del carácter de estos Representantes ó 
Delegados; desde que se instituyeron y durante el largo tiempo 
transcurrido, jamás ha logra!|o arraigo la idea de que repre- 
sentan^ al gobierno, á la administración, á la Legislatura ó 
á cualquiera de sus ramas: gÉ^pipre han sido considerados 
como deben ser y son, representantes del pueblo. 

Y la razón se alcanza, á poco que se reflexione. En 
verdad, estos Delegados ostentan bien escasa representación 
en el Congreso. Son agentes, con escaso poder, de los pue- 
blos de sus territorios. Sustituyen en el gobierno nacional, 
de una manera bastante inadecuada por cierto, por la limi- 
tación de sus facultades y por su número, á los Senadores 
y Representantes, que son propiamente los que llevarían al 
Congreso la voz y el voto de dichos pueblos, si el territorio 
hubiese sido admitido ya como Estado. Estos Delegados pue- 
den debatir, pero no "tienen derecho á votar. Eueden sugerir, 
pero no pueden dirigir. Exponen la voz de su pueblo,* pero 
no pueden decidir. 

Si con todas estas limitaciones se aceptase ahora la teoría 
de que ni siquiera representan á su pueblo, sino que son 
portavoz y agentes del gobierno ó de la administración, entonces, 
lo más práctico sería abolir el cargo por inútil. 

Algunas citas más. 

1 Se pueden citar muchísimos casos, en todos los cuales el 

principio ha sido constantemente sostenido. Sé ha discutido 
en diferentes épocas el carácter de este cargo y siempre se 
le ha vinculado al pueblo. La representación, aunque limi- 
tada en cuanto á ciertas facultades de acción legislativa, ha 
sido completa en otros respectos. Si tuviéramos á manólos 
datos y si se creyera necesario, presentaríamos aquí una 
larga historia de precedentes establecidos. Basta, por' ahora, 
indicar algunas citas, reservándonos el derecho de pre- 
sentar otras más tarde. De estas citas, unas son generales, 
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y corresponden á la fueníe de prigep efe donde' han -emanado 
el vigor jr la representación del cargo en cuestión y 
constituyen su verdadero precedente, y otras son especiales, 
esto es, se refieren precisamente a Filipinas. 

El delegado Sibley, de Wisconsin. 

Yo recuerdo en este instante el caso del Delegado Si# 
ley, de ^Viseonsin. Por ley de 29 de Mayo de 184B, Wis-* 
consin, que había sido territorio con un Delegado, fué admi- 
tido á la Unión como Estado. Una porción del antiguo te- 
rritorio quedó fuera de los líj&jtes del nuevo Estado. Su 
población no excedía de cuatrcrtail habitantes. El Delegado 
renunció, y cuando el Gobernador interino de la porción no 
convertida en Estado, con votó al pueblo á una elección es- 
pecial para llenar la^acante causada por renuncia del repe- 
tido Delegado, fué eligido Sibley. Á pesar de objecciones 
que parecían bien fundadas, Sibley fué admitido y ocupó 
su asiento como Delegado en la Cámara de Representantes. 
Sé invocó el defecho de representación del pueblo, y se dijo, 
además, que el pueblo del territorio de Wisconsip. teirfa dere- 
cho á esta representación, tanto por derecho natural como por 
las prácticas de gobierno, Se habló de la Ordenanza de 1^7. 

El delegado Wilcox, de *Hawaii. 

if cuando el Delegado Wilcox, de Hawaii, en él Congreso 
56, fué protestado, se reconoció de nuevo que el Delegado es 
un agente y portavoz de su pueblo. Al final del informe se 
dijo que Wilcox había ido al Congreso como agente de su 
pueblo y que debía permitírsele retener su asiento, como su 
representante, en la capacidad legal de un Delegado. 

El delegado de Puerto Rico. m 

En el caso de Puerto Rico, las manifestaciones hechas * 
por diferentes congresistas, han sido interesantes. Todas ten- * 
dían á mantener el mismo significado que hasta entonce! 
habían entrañado las representaciones territoriales. El Sena- 
dor Foraker, autor del bilí de Puerto Rico, dijo lo «siguiente: 

Nuestras formas territoriales de gobierno, que se han 
desarrollado y han crecido con el desarrollo y crecimiento del 
país, son admirablemente adoptadas al gobierno de estas. Islas. 

La única voz que un territorio tiene en el gobierno de este 
país, es la voz de aviso y coiisulta, por medio de un Delegado. 
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LOS DELEGADOS DE FlLIPI&AS. 

Pero si quedase todavía alguna sombra de duda, y si las 
exigencias de un estrecho y riguroso criterio nos llevasen á 
buscar otros casos, el que vamos á citar es, á nuestro jui- 
cio, decisivo. No se trata ya délos antiguos ni de los nue- 
vos territorios: se trata, precisamente, de Filipinas. Como 
había ocurrido ya antes, se suscitó de nuevo la cuestión de 
los derechos de un Delegado dentro del Congreso, cuando 
nuestra representación compareció por primera vez ante la 
Cámara de Representantes. El 4 de Febrero de 1908, el Co- 
mité de Reglamento sometió pna resolución, por medio de la 
cual se abrían á nuestros príneros Comisionados Residentes 
las puertas de la Cámara de Representantes. Se les reco- 
noció, además, el derecho concedido á los representantes de los 
otros territorios, ó sea el derecho al debate, la mayoría y la mi- 
noría concordaron, y el acuerdo de la Cámara de Representan- 
tes fué unánime. En el curso de la discusión se renovaron 
las antiguas teorías acerca de las representaciones de 
los territorios, y se manifestó que el propósito de la reso- 
lución era que los Comisionados de Filipinas participasen de 
las mismas consideraciones que se habían dado al Comisio- 
nado de Puerto Rico. El Representante dijo: 

El único medio por el que el Pueblo Filipino pueda 
llegar al Pueblo Americano, en alguna forma autorizada, ea 
dando á sus Comisionados aquí, el derecho de la palabra, 
aunque, desde luego, no el derecho de votar. 

Un corto paréntesis. 

Ahora, caballeros, hagamos un corto paréntesis. Si fuese 
esta una cuestión personal y no de principios, valdría poca 
cosa para nosotros, los de la Asamblea, el discutir si el 
Representante de que estamos tratando lo es de la Comisión 
ó del pueblo. Tenemos confianza en los presentes miembros 
de la Comisión y esperamos que ellos habrían de velar, de. 
todos modos, por los intereses del pueblo. Pero va envuelto 
en este asunto algo más que una satisfacción personal, algo 
que se sustrae á nosotros y corresponde al pueblo; y, per- 
donadnos en gracia á esa consideración, que insistamos una y 
otra vez' en que se establezca, para siempre, que el Comi- 
sionado Residente de que estamos hablando debe ser, y es, 
representante del pueblo filipino y no de la Comisión ni de 
la Administración. 

Á nuestro modo de ver, hay una pequeña confusión cuando 
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se habla de la Ley- Orgánica . Ests^ provee, es verdad, que 
cada Cámara vote separadamente: es decir, que el Congreso 
determinó los organismos que debían nominar á los Comisio- 
nados Residentes, estableciendo al mismo tiempo, la forma 
del procedimiento; pero de ninguna manera, como puede co- 
legirse lógicamente de todo lo alegado, que la naturaleza 
fundamental del cargo, bien establecida y repetidas veces 
confirmada durante más de cien años, se haya cambiado. * 

' Formas familiares de gobierno. 

Hemos examinado los debates del Congreso, que tuvieron 
lugar cuando la discusión y aprobación de la Ley de l.o de 
Julio de 1902, y es lamentabl| que no hayamos visto nada 
en el record que explique la parte de la ley referente á 
los Comisionados Residentes. Pero si no se dijo nada, la 
suposición más racional es que el Congreso, al instituir el 
Gobierno en Filipinas, con todos sus organismos y detalles, 
tuvo en cuenta los modelos que tenía á mano, las formas de 
gobierno y las disposiciones que le eran familiares. Esto 
abría el campo fecundo de sus libres y generosas tradiciones, 
y no teniendo >por qué retroceder en una obra en que es- 
taban empeñados su conciencia y su honor, en una obra que, 
según se nos dijo y sé nos repitió, era la más altruista y . 
la más grande que habían conocido los siglos, sus determi- 
naciones debieron >ser avivadas por las tradicionales ideas de * 
libertad y de progreso. Y al instituir la forma de gobierno 
que. instituyó, "debió haber sido su intención adoptar las 
^doctrinas constitucionales generales, inherentes al sistema.' 1 
No habiendo dicho nada al implantar el sistema y, con el 
sistema, el cargo de Delegados ó Comisionados Residentes, 
la única suposición admisible es que, lejos de haber cam- 
biado la idea original acerca de tales caraos, se aplicó exac- 
tamente á Filipinas el carácter de representación popular, 
arraigado durante más de cien años. 

La guerra y la política. 

Pero todavía hay más. La medida congresional del l.o 
de Julio de 1902, fue adoptada con ocasión de ^ciertas 
circunstancias y éstas son, por lo demás, elocuentes. El país 
estaba en guerra, y la guerra se hacía en demanda de nues- 
tra libertad, de nuestra independencia nacional. Luchábamos, 
como luchamos todavía, aunque en diferente terreno y por 
diferentes medios, pt>r un gobierno propio, en que, necesaria- 
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mente, la representación popular tendría que ser completa. 
La medida congresional era, en muchos respectos, una medida 
política. Entrañaba promesas específicas, siendo la más Im- 
portante la concesión de una Asamblea y la institución de 
los Delegados Residentes. Como se ha reconocido por todos, 
estas medidas influyeron poderosamente en el resultado de la 
guerra. Fué el mismo Presidente Taft quien dijo que, más 
que á la acción de las armas, se debió la paz á la influencia 
de las promesas políticas. 

Decís ahora que uno de estos dos Delegados ó Comisio- 
nados, debe ser agente de la administración ó representante 
de la Cornisón. Permitidnos que os digamos, en contestación, 
que esta teoría es f unesta: primero, porque mengua el valor 
que tienen las promesas hechas solemnemente y que no pue- 
den ser retiradas; segundo, porque es ofensiva al Congreso. 
Ni era de suponer entonces, en 1902, que la Comisión y la 
Asamblea lograsen entenderse durante los primeros años de 
su existencia, ni era dable sospechar, que, aún cuando se 
entendiesen, los dos Delegados, representando el uno al pue- 
bla y el otro al gobierno que se le había impuesto, pudiesen 
marchar sino siguiendo encontradas direcciones. , De este modo, 
ó se demostraba poca previsión política, cosa que no pode- 
mos suponer en el Congreso, ó 5 á sabiendas, se quería cegar 
nuestros ojos con el brillo fascinante de una representación 
( que, después, resulta falsa. Tampoco podemos aceptar este 
extremo. 

La interpretación de que los dos Comisionados ó Delega- 
dos lo son del pueblo, y no del Gobierno ni de la Legisla- 
tura, es más natural teniendo en cuenta la situación de 
guerra que prevaleció antes de 1902 y hacia esa fecha. Se 
atrajo al país en armas, con las promesas que se le hicie- 
ron y con el argumento de que las demandas por la libertad 
podían hacerse, bajo una constitución liberal como la del 
pueblo americano, dentro de 3.a Ley. Pero la ley no señala 
más camino que el que conduce al Congreso, y si en el 
Congreso se puede usurpar la representación del pueblo fili- 
pino, entonces, las más solemnes promesas habrán sido vio- 
ladas y el derecho de ser oido habráse hecho ilusorio. 

Otras observaciones. 

Si no fuese por el temor de ser pesados, haríamos toda- 
vía otras observaciones. Una de ellas es, que muchos pro- 
hombres responsables de las promesas y concesiones hechas, 
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dieron en 1902 un alcance considerable á la institución de 
la Asamblea y á la de los Delegados Residentes, conside- 
rándolas un paso * electivo y verdadero hacia el self-government. 
Si no estoy equivocado, el mismo Presidente Taf t participó 
también de este criterio. Opinamos ahora nosotros, que el 
enviar á Washington, en nombre del pueblo filipino, un re- 
presentante que no es suyo, sino hechura de la administra- 
ción ó del gobierno, no constituye adelanto alguno hacia el 
self-government. 

La interpretación de que el Delegado en cuestión repre- 
senta al gobierno ó á la administración, conduce á otras con- 
secuencias completamente inadmisibles. Sienta el principio de 
que el Gobierno tiene necesidad de representarse á sí 
mismo. Aparte de que como teoría general, la representa- 
ción supone pueblo, y no gobierno, el de los Estados Uni- 
dos, ó mejor, la Comisión, que asume su representación en 
Filipinas, no necesita de ningún representante en Washing- 
ton. Si la Comisión sostiene que la misma es una mera 
prolongación del Gobierno de los Estados Uüidos, no vemos 
por qué ni para qué habrá de necesitar de ningún agente 
cerca de los poderes de los cuales ella misma se considera 
como agente ó delegada. En realidad, si la Comisión nece- 
sitase de representantes en Washington, ya los tiene allá, 
muy buenos y muy fuertes, sin necesidad de llevar ningún 
Delegado de Filipinas para este objeto. 

> 

La lealtad de la Comisión. 

El Comité de la Asamblea admira la lealtad del Gober- 
nador General y de los miembros de la Comisión hacia el 
Presidente de los Estados Unidos. La lealtad es una virtud 
y un principio. No debe abandonarse por el hombre que 
tiene la conciencia de sus deberes y estima su propia repu- 
tación. Se puede escoger una causa ú otra, pero al abra- 
zarse voluntariamente á cualquiera de ellas, el espíritu de 
una verdadera responsabilidad, así como el honor, exigen 
adhesión y fidelidad. No tenemos nada que decir contra una 
ó contra otra. Pero en el asunto que nos ocupa, creemos 
que la Comisión no está en lo firme, que se halla equivoca- 
da. Interpreta como un deber suyo, lo que no es tal deber. 
Probablemente, el error ha surgido del complicado papel que 
la Comisión desempeña actualmente en nuestro régimen. 

Con poco que se medite, sin embargo, el error puede 
desvanecerse. No creemos que el Presidente requiera, como 
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representante de Filipinas en Washington, una hechura suya, 
esto es, del Presidente. Podrá como hombre, y como nos- 
otros, y como todos, sentir simpatías por una ó por otra per- 
sona; pero como Presidente de los Estados Unidos, no puede, 
ni debe, ni quiere, imponerse un hombre suyo, por la sen- 
cilla razón de que para conocer^ sus propias ideas y para 
obrar según sus propias convicciones, el Presidente se basta 
á sí mismo. No necesita de ningún representante. Dejemos 
ya la importante cuestión de que en un gobierno de princi- 
pios y no de hombres, los organismos deben estar separados, 
y, para estarlo, deben conservar su independencia de acción, 
limitada solamente por la ley y por las buenas prácticas 
de gobierno. Baste decir que, por no responder á propósito 
alguno, es completamente ineficaz é inútil el plan de es- 
coger en Filipinas, para llevarlo á los Estados Unidos, un 
Delegado, que, en realidad, no represente sino al Presidente. 

Respetos para el estadista. 

Nos resistimos á atribuir al Presidente, ideas que contie- 
nen los gérmenes más absurdos. Cualesquiera que fuesen 
sus convicciones políticas acerca de Filipinas y la divergen- 
cia que haya, en puntos de hecho principalmente, entre él 
y nosotros, no tenemos sino respetos para un hombre que 
aquí se acreditó como político y como estadista. Se calmará 
con el tiempo el turbio remolino que producen en todas par- 
tes las aguas políticas, pasará el poder de un hombre que 
ocupa actualmente el puesto más alto en Washington, y que, 
naturalmente, tendrá que entregarlo á otro cuando llegue el 
momento; pero no se podrá olvidar que el que fué Gober- 
nador Taft, ha dejado aquí establecido algo fundamental y 
duradero. Por encima de las controversias políticas y sin 
decir de parte de quién está la razón en dichas controver- 
sias, puede admitirse, sin vacilaciones ni regateos, que el 
actual Presidente de los Estados Unidos ha levantado aquí, 
con sus propias manos, amasados con el sudor de su propia 
frente, los cimientos de un gobierno institucional. El primer 
Gobernador Civil de Filipinas contribuyó también, por modo 
poderoso, á la concesión por el Congreso, de la Asamblea 
Filipina y de los Delegados Residentes. Si ello es así, como 
es efectivamente, la conclusión es, que el Presidente no puede 
abogar por unas teorías que destruyen los cimientos por él 
mismo echados y que empequeñecen las concesiones que tanto 
trabajo le costaron y cuya magnitud él no ha negado. 
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* Mucho más se podría decir sobre la materia, que de ninguna 

manera está agotada y exige para desenvolverla completamente, 
descender y examinar hasta las entrañas del régimen que aquí 
se ha instituido y de las circunstancias que aconsejaron su 
establecimiento; pero lo dicho es bastante para refutar la razón 
fundamental de la Comisión, al nominar al Comisionado Re- 
sidente, cuya elección ahora se discute. Resuelto el punto ca- 
pital respecto á la naturaleza y alcance de la representación, 
todo ló demás puede quedar prácticamente terminado. 

La elección del Sr. Legarda. 

Por esta razón seremos muy breves al tratar los dos 
<».-> únicos puntos que quedan. El primero es respecto á la 

elección misma del Sr. Legarda Supuesto que el principio 
es que los Delegados Residentes son representantes del pue- 
blo de Filipinas y no de la Comisión ni de la Asamblea, el 
Sr. Legarda no puede ser elegido de ningún . modo Delegado 
Residente. Esto, salvando los respetos que personalmente 
nos merece el Sr. Legarda. 

Fuera de aquí, donde los vientos corren naturalmente 
para todos los gustos, hemos oído algunas manifestaciones 
referentes á no sabemos qué especial representación de no 
sabemos qué clase especial, del Sr. Legarda. Pero nada de 
esto hemos oído» aquí y el detalle es por otro lado tan ni- 
mio, que no creemos debe ser tratado siquiera. Eso de la 
aristocracia es cosa que ha pasado á la historia. Pugna con 
- la presente organización social y política del pueblo filipino. 

' ■ ' Dejando esto á un lado, repetimos que no podemos acep- 

tar la elección del Sr. Legarda, porque sabiéndose que el 
, resultado de la última votación contraria de la Asamblea fué 
unánime, sería imposible sostener en este preciso instante 
que el Sr. Legarda está aceptado por alguno de los partí- 
dos políticos de Filipinas. Si ningún partido político/ sos- 
tiene al Sr. Legarda;- si él no puede reflejar legítimamente 
en Washington ninguna opinión que no fuese la suya per- 
sonal; si el interés que él representa no es el interés del 
pueblo, la consecuencia es que, por mucho que apreciemos, 
los de la Asamblea, las agradables prendas personales que 
adornan al Sr. Legarda, nuestro deber sería, en todo caso, 
reconocer que el envío, en este instante, del Sr. Legarda á 
Washington, sería completamente inútil. Es al pueblo filipino, 
y á nadie más, á quién el pueblo americano desea oir por 
medio de sus Representantes. 
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LOS PARTIDOS POLÍTICOS. 

Estamos de acuerdo con la Comisión en su teoría de que 
no es necesario que hagamos de esta cuestión una cuestión 
de partido. Si fuese lo contrario, el partido de la mayoría, 
que es considerable, podría suponer que la Comisión llamaba 
á las puertas de su egoismo. El llamamiento podría re- 
sultar tentador, y abriendo las puertas, y haciendo ver á 
todos que el campo en casi totalmente nuestro, podría arraigar 
en nosotros el pensamiento de que los dos Delegados debie- 
ran ser escogidos de las filas de la mayoría. Nadie puede 
negar que este sería el resultado si la votación fuese directa. 
En lo que no estamos conformes con el Comité de la Co- 
misión, es en que la designación de la Comisión pueda ha- 
cerse sin consideración alguna á cualquier partido político. 
Déjese en buena hora la exigencia, que podría tener sus 
razones, de que el Delegado que se nomine por la Comisión 
pertenezca á la mayoría; pero que dicho Delegado debe 
militar activamente en uno de los dos partidos políticos re- 
conocidos, y debe, además, ser endosado por el mismo, es 
inevitable. El cargo de Representante, sea en Washington 
ó fuera de Washington, es, esencialmente, un cargo polí- 
tico. En todos los asuntos políticos, los partidos políticos 
deben ser consultados, por lo menos. Y, ó se reconoce la 
esfera de acción que de derecho corresponde á los partidos 
políticos, ó sobran estos y deben ser disueltos. Nadie duda, 
sin embargo, que en un régimen como el nuestro, los par- 
tidos políticos son necesarios. "En América, las grandes 
fuerzas motrices son los partidos. El Gobierno significa me- 
nos que en Europa, pues los partidos significan más". Esto 
es tan elemental, que no creemos deba ser discutido siquiera. 
El Comité de la Comisión recordará sin duda, que fué el 
primer Presidente" de esta misma Comisión quien hace tres 
años y estando aquí de visita como Secretario de Guerra á 
raiz de la inauguración de la Asamblea, sostuvo que era 
tan imposible que el Gobierno pueda prescindir de los par- 
tidos políticos, como el que dicho Gobierno pueda consul- 
tar á todos y cada uno de los ocho millones de habitantes 
que pueblan el Archipiélago, para cumplir con su misión de 
conocer la opinión del pueblo. 

Política de la mayoría. 

Queremos decir, pues, que si la Comisión prefiere esco- 
ger, como es probable, á *uno déla minoría, nuestra opinión 
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es que la designación ofrecería menos objeciones si recayese 
en alguna persona con suficiente representación popular pro- 
bada, que, siendo del agrado de la mayoría, obtuviese com- 
pleto apoyo de la minoría. La mayoría no anuncia con esto 
una nueva política. Concesiones semejantes se han hecho 
otras veces y la de ahora cabe perfectamente dentro de 
nuestra política. La mayoría nunca excluyó á la minoría. 
Ha probado siempre que desea su cooperación, tanto como 
su fiscalización. En sus tareas, la mayoría .constantemente 
ha oído la voz de la oposición; nunca la ha ahogado. Sola- 
mente el despotismo tiene miedo á la oposición. 

¿SE ROMPERÁN LAS BUENAS RELACIONES? 

Para terminar, repetiremos lo que hemos dicho antes: 
que estamos sumamente interesados, los del Comité de la 
Asamblea, en llegar á un acuerdo justo y razonable en las 
presentes desavenencias entre la Asamblea y la Comisión. 
Conservamos nuestro propósito de mantener las buenas rela- 
ciones de las dos ramas coordinadas de la Legislatura. No 
deseamos romper tales relaciones. No desconocemos que en 
situaciones análogas á las que viene atravesando nuestro pais> 
en otras partes el choque violento de las Cámaras ha sido 
el pan cotidiano y que casos ha habido en que el pueblo 
ha recurrido á este medio de la ruptura, para conseguir algo 
del Poder. No ignoramos, por otra parte, que la meta de las 
aspiraciones más altas en los gobiernos populares, con sis- 
tema legislativo bicameral, es la obtención de la armonía y 
equilibrio entre las dos Cámaras. 

Estas buenas relaciones han costado sacrificios en lo pa- 
sado; requieren para su conservación, toda la buena volun- 
tad en el presente. Demuestran lo que es sabido, ó sea, 
que la lucha es fácil y que lo difícil es que se llegue siem- 
pre, mediante justas y mutuas concesiones, á una inteligencia. 

Pero no se olvide que estas buenas relaciones, para que 
perduren; deben tener una base sólida: la justicia. Sostene- 
dores de esta política de cooperación, cuyas primeras inspi- 
raciones hemos hallado en el pueblo de donde venimos y 
al que representamos, reiteramos ahora nuestros más fervien- 
tes deseos de que estas diferencias se zanjen satisfactoria- 
mente. Los presentes miembros de la Comisión, que con tan- 
tas pruebas de oondad y de tolerancia han respondido á la 
actitud de la Asamblea, nos ayudarán, seguramente, en esta 
patriótica tarea. .,. « 
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El pueblo por encima de todo, 

Vá envuelto, sin embargo, en esta cuestión un impor- 
tante principio, á saber: el principio de representación po- 
pular, consagrado por la ley, principalmente en la institu- 
ción de la Asamblea Filipina y en la de los Comisionados 
Residentes. Esto es de lo más sagrado que nos queda de 
. aquellas luchas por la libertad, en que tantos hombres nues- 
tros han caido. . Este principio de representación significa un 
derecho para el pueblo. No pidáis que lo abandonemos, por- 
que no es nuestro. No invoquéis la armonía para que tran- 
sijamos hoy; invocadla para lo debido, 16 razonable y lo 
justo; porque la armonía en nosotros, para que sea virtud y 
no crimen, debe ser sin menoscabo, antes .bien en defensa» 
de los derechos del pueblo. 

La única forma de solucionar esta cuestión, es salvando 
los principios, y no destruyéndolos. Así como nuestra acti- 
tud ha sido generalmente conciliadora, debe ser en este asunto 
firme é inquebrantable. Los derechos del pueblo, por encima 
de todos y de todo. 
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ESCRITO 

DEL COMITÉ DE CONFERENCIAS DE LA COMISIÓN EN 
CONTESTACIÓN AL DISCURSO DEL SPEAKER OSMEÑA., 

Admisión del, principio. 

Los representantes de la Comisión en el Comité de Con- 
ferencia, no tienen el menor reparo en admitir el principio 
que tratan de sentar Tos representantes de la Asamblea en 
dicho Comité, de que los Comisionados Residentes son repre- 
sentantes del pueblo filipino. La Comisión no pierde dé vista 
que, según las Instrucciones del Presidente McKinley, el 
Gobierno establecido en estas Islas es "para la felicidad, 
paz y prosperidad del pueblo de Filipinas". El Gobierno aquí 
establecido . representa al pueblo filipino, y los Comisionados 
Residentes elegidos por la Legislatura Filipina, esto es, por 
la Asamblea y la Comisión, aunque inmediatamente repre- 
sentan al Gobierno de Filipinas, del cual forma parte la Le- 
gislatura, son, en último análisis, representantes del pueblo. 

La Asamblea sola no representa al pueblo. 

Bueno será encarecer en esta ocasión, el hecho de que 
ni la, Asamblea Filipina ni la Comisión, como parte de la 
Legislatura Filipina, constituyen separadamente un organismo 
oficial con funciones propias. Ambos cuerpos tienen que 
unirse para constituir un ramo del Gobierno que representa 
todo el pueblo. La Asamblea sola no representa al pueblo 
ni al Gobierno, como tampoco los representa la Comisión 
sola. La Asamblea y la Comisión ^reunidas, representan- al 
Gobierno y al pueblo, cuyos intereses son comunes y no 
antagónicos los del uno á los del otro. La Comisión, aun- 
que nombrada por el Presidente, tiene á su cargo el deber 
de velar por que el Gobierno aquí establecido sea en bene- 
ficio de todo el pueblo; y la Asamblea, aunque elegida por 
el pueblo, no debe olvidar que su autoridad emana del po- 
der soberano que ha concedido á una parte de los habitan- 
tes de estas Islas el derecho de elegir sus representantes 
en la Asamblea. 

No hay que olvidar tampoco, que si bien se ha dado á 
los filipinos participación en el Grobierno, no se ha estable- 
cido enteramente el gobierno propio en estas Islas. 



Organización de la Legislatura. 

El Congreso de los Estados Unidos tuvo á bien conce- 
der al pueblo de Filipinas cierta participación en el poder 
legislativo, pero al mismo tiempo no consideró conveniente 
crear una Legislatura compuesta de dos Cámara .electivas. Á 
esto se debe la organización de la Legislatura Filipina en 
su forma actual, compuesta de la Comisión nombrada por el 
Presidente, y de la Asamblea elegida por el pueblo. Como 
el Congreso no confirió todo el poder legislativo a la Asam- 
blea ni á la Comisión, del mismo modo consideró también 
necesario que concurrieran las dos Cámaras á la elección de 
los dos Comisionados Residentes. La manera de elegir los 
dos Comisionados Residentes, dispuesta por el Congreso, es 
una consecuencia lógica de la constitución de la Legislatura. 

Debe tenerse presente que este modo de elegir los dos 
Comisionados Residentes, fue establecido por el Congreso des- 
pués de debida deliberación. Si se consultan los anteceden- 
tes del Congreso con respecto al artículo 8 de la Ley del 
•mismo de 19 de Julio de 1902, se verá que este artículo, tal 
como fué originalmente aprobado, disponía que los dos Co- 
misionados Residentes fuesen elegidos por el voto popular; 
esto se volvió á considerar en una conferencia y no preva- 
leció este modo de elegirlos, sino que en su lugar se dictó 
la disposición que se halla en la ley vigente. No pueden 
admitirse otras razones que las expuestas para explicar este 
artículo. 

La Legislatura es la que representa al pueblo. 

Si se admite, pues, que los dos Comisionados Residentes 
representan al pueblo, y que el Congreso, al disponer el modo 
en que han de ser elegidos, no estableció que lo fuesen por 
elección popular ni por la Asamblea sola, sino que por el 
contrario, dispuso que fuesen elegidos por la Legislatura, 
reuniéndose cada Cámara separadamente, es manifiesto que 
en la mente del Congreso, ni la Asamblea ni la Comisión 
solas, sino toda la Legislatura, representan al pueblo. La 
Comisión, por tanto, igual que la Asamblea, comparte el poder 
de elegir los dos Comisionados Residentes. 

La Comisión, al designar al Sr. Benito Legarda como 
uno de los Comisionados Residentes, lo ha hecho porque cree 
que es el que mejor puede representar al pueblo filipino. En 
esto se ha guiado la Comisión por sus propias convicciones, 
nacidas del conocimiento que tiene de las condiciones perso- 
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nales y de las aptitudes del Sr. Legarda y de los servicios 
, que desde la implantación de la soberanía americana en es- 
tas Islas ha prestado al pueblo y al Gobierno. 

La recomendación del Presidente. 

Es verdad que en esto, la Comisión ha escuchado la re- 
comendación del Presidente, después dé haber formado su 
propio juicio, con el fin de saber si había algo en el pro- 
ceder del Sr. Legarda, mientras estuvo en Washington, que 
militase contra su reelección. La recomendación favorable del 
Sr. Legarda por el Presidente, ha robustecido las conviccio- 
nes de la Comisión, y por ello ha insistido ésta, y todavía 
insiste, en la elección del Sr. Legarda. Queremos significar 
con esto, que si bien tomamos en cuenta la recomendación 
del Presidente, sin embargo, aparte de eso escogemos al 
Sr. Legarda porque creemos que es la mejor elección que 
podemos hacer. 

En la primera sesión de este Comité de Conferencia, se 
dijo por los representantes de la Comisión, que el Sr. Legarda 
era el que mejor podía representar a la Comisión. No se 
quiso significar con esto que el Sr. Legarda hubiese de re- 
presentar sólo á la Comisión, sino que se quiso decir que, 
considerando las ideas de la Comisión con respecto á los 
mejores medios de conseguir la felicidad, paz y prosperidad 
del pueblo filipino, el Sr. Legarda era el que mejor podía 
representar al pueblo según los puntos de vista de la Co- 
misión, en el desempeño de sus deberes como Comisionado 
Residente en Washington. Al designar uno de los Comisio- 
nados Residentes,, de acuerdo con la Resolución Conjunta 
No. 2 de la Legislatura, la Comisión está en el deber de 
designar á la persona que, á su juicio, pueda trabajar mejor 
en bien del pueblo filipino. 

Méritos del Sr. Legarda. 

En el Gobierno revolucionario filipino el Sr. Legarda des- 
empeñó el cargo de Director del Tesoro y en ocasiones actuó 
como Secretario de Hacienda en el Gabinete del General 
Aguinaldo. El Sr. Legarda es uno de los filipinos que más 
han trabajado por el bienestar del pueblo, desde que se im- 
plantó la soberanía americana en estas Islas. Trabajó por que 
cesaran las hostilidades y por la restauración de la paz y 
la implantación de un gobierno estable. Para el logro de 
estos propósitos actuó en muchas ocasiones como mediador 
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entre el Gobierno y el pueblo. Fué á las provincias para 
ayudar á que se implantaran los gobiernos municipales, y 
durante el régimen militar sirvió de instrumento para pro- 
curar una mejor inteligencia entre las autoridades militares 
y el pueblo. Como hemos visto, se ha interesado por todas 
las clases, y aunque él es hombre acaudalado, ha defendido 
en no pocas ocasiones los intereses del pobre. Fué miembro 
de la Comisión desde un principio, y está, por consiguiente, 
familiarizado con el trabajo del Gobierno, con los importan- 
tes problemas sobre los que el Congreso ha ele legislar, y 
con los puntos de vista de la Comisión en estas materias. 
Entre los filipinos es uno de los más distinguidos, y cuenta 
con la más alta estimación de todas las clases sociales. Es 
amigo personal del Presidente. 

Aparte de todas estas cualidades, debe tenerse presente 
que el Sr. Legarda representa también los intereses indus- 
triales y mercantiles de Filipinas, y la Comisión opina que 
estos intereses deben estar representados en la persona de 
uno de los Comisionados Residentes que se haya dedicado á 
los negocios con éxito y que goce de elevada posición y de 
influencia entre los que se dedican á la industria, al trans- 
porte, á la banca y al comercio. 

Como se dijo en la primera sesión de este Comité: "No 
conocemos otro que reúna todas estas cualidades en el mismo 
grado. Creemos, por tanto, que la Comisión no puede hacer 
nada mejor que designar al Sr. Legarda." Si la Comisión 
hubiese tenido únicamente en el pensamiento los intereses 
comerciales y americanos en estas Islas, ó si sólo hubiera 
deseado enviar uno que representase las ideas del Presidente, 
podría haber elegido un comerciante americano; pero no ha 
intentado hacer semejante cosa. En dos ocasiones anteriores 
ha recibido el Sr. Legarda el voto de la Asamblea Filipina 
para el cargo de Comisionado Residente, habiendo sido uná- 
nime la votación en la última de esas ocasiones. No sabe- 
mos que haya acontecido nada con posterioridad, que le haga 
menos representante del pueblo filipino; sino que por el con- 
trario, creemos que el hecho de haber prestado buenos ser- 
vicios * á su país en este cargo, le capacita más para su des- 
empeño. Cuando regresó de los Estados Unidos al cerrarse 
la última Legislatura del Congreso, su partido le dio una 
recepción en la que fué objeto de ovación, demostrándosele 
la mayor simpatía y consideración. El Secretario de Guerra 
estaba presente, como lo estaban los más altos funcionarios 
del Gobierno y representantes de casi todas las clases so- 
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cíales de Manila. En la primera votación que se hizo en 
la Asamblea para aceptar la designación del Sr. Legarda, 
hecha por la Comisión, para Comisionado Residente, todos 
los votos de los progresistas que se hallaban presentes, fue- 
ron á su favor. La Comisión no sabe que haya ocurrido 
cosa alguna con posterioridad, para determinar un cambio en V 
la opinión de aquellos miembros de su partido que entonces 
votaron á favor de que se aceptara su designación, y que t 
recientemente han votado en contra. 

Consideraciones sobre los partidos políticos. 

No creemos que pueda sostenerse con éxito que los dos 
Comisionados Residentes hayan de pertenecer por necesidad 
á la mayoría ó á la minoría de la Asamblea, es decir, ha- 
yan de ser nacionalistas ó progresistas. La Comisión está 
en el deber de velar por el bienestar de todos los habitan- 
^ tes de Filipinas, la gran mayoría de los cuales, por razón 
de lo limitado de su sufragio, no tiene modo de expresar 
sus preferencias políticas. Muchos de los que votan no es- 
tán afiliados á ningún partido. Sin duda ésta es una de las 
razones por qué el Congreso ha dispuesto que la Comisión ... 
intervenga en asuntos legislativos y en la designación de 
Comisionados Residentes, porque de otro modo, los intereses 
de estas personas podrían quedar desatendidos. 

El último resultado de la teoría de que los dos partidos 
políticos representan al pueblo filipino, sería que ambos Re- 
presentantes pertenecerían al partido nacionalista, una vez 
que, según las afirmaciones de los jefes de la mayoría, di- 
cho partido representa la voluntad del pueblo. La Asamblea 
admite, sin embargo, qué uno de los Representantes puede 
pertenecer al partido déla minoría. No comprendemos cómo, 
habiendo llegado á este punto, no admite el candidato pro- 
puesto por la Comisión, representando ésta la mitad del po- 
der que nombra los Comisionados Residentes, mientras la mi- 
noría de la Asamblea no representa ni siquiera una cuarta 
parte de la mitad de dicho poder. 

Resultado de una actitud de intransigencia. 

*"** Como se dijo al principio, la Asamblea tiene perfecto de- 
recho á rechazar el candidato nombrado por la Comisión, lo 
mismo que puede rechazar un proyecto de ley que la Comisión 
• apruebe. Pero la Asamblea no dejará de roconocer que tam- 
bién la Comisión tiene el derecho de sostener el candidato 
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que propone. Si la Comisión cediese ahora por la razón ale- 
gada por la Asamblea, de que el candidato de la Comisión 
no representa al pueblo, esto sería lo mismo que si la Co- 
misión, en asuntos legislativos, aceptase una ley propuesta por 
la Asamblea, simplemente porque se dijera que era en interés 
del pueblo, aunque la Comisión no lo creyese así. 

Si cada Cámara mantiene su actitud de intransigencia, 
el resultado será, indudablemente, que no haya elección de 
Comisionados Residentes. En vista del hecho de que la Comi- 
sión, que representa la mitad del poder que elige los Comi- 
sionados Residentes, ha aceptado el candidato designado por 
la Asamblea, nada parece más equitativo y justo, que el que 
la Asamblea acepte á su vez el candidato nombrado por la 
Comisión. 



\ 
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ESCRITO 

DEL COMITÉ DE CONFERENCIA. DE LA ASAMBLEA, EN 

CONTESTACIÓN AL DEL COMITÉ DE CONFERENCIA 

DE LA COMISIÓN. 

La Asamblea felicita. 

Los miembros del Comité de Conferencia por parte de la 
Asamblea, felicitan á los representantes de la Comisión por 
el buen acuerdo de aceptar, como han aceptado, el principio 
establecido, de que el Comisionado Residente en cuestión, es 
representante del pueblo filipino. En su argumentación ori- 
ginal, para explicar y defender la nominación del Sr. Le- 
garda, este punto fué capital. Casi puede decirse que la 
única razón invocada por la Comisión entonces, era la de 
que el Sr. Legarda estaba totalmente identificado con la Comi- 
sión y la administración, y la Comisión le había nominado por- 
que creía que debía escoger, por la naturaleza del cargo 
mismo de Comisionado Residente y el origen del nombramiento 
de la Comisión, una persona, que representase en Washing- 
ton á la Comisión ó á la administración. Parecería insos- 
tenible ahora, que los representantes de la Comisión insistan 
en la nominación del Sr. Legarda, no obstante haber cedido 
en lo fundamental, dejando así dicha nominación sin base. 
Pero esto puede atribuirse, primero, á que la admisión por 
parte de los representantes de la Comisión del principio esta- 
blecido por el Comité de la Asamblea, no parece completa, y, 
segundo, á que se sostiene ahora, como un nuevo argu- 
mento, que aún supuesto el principio establecido de que los 
Comisionados Residentes representan al pueblo filipino, y no 
á la administración ó á la Comisión, el Sr. Legarda puede 
representar á dicho pueblo. 

Aunque según las reglas de discusión, no debiera ser 
objeto ahora de consideración ningún nuevo argumento, sin 
embargo, la práctica, qué ha consagrado cierta libertad en 
los procedimientos de los Comités de Conferencia, autoriza 
al Comité de la Asamblea para proceder con amplio criterio, 
saliendo al encuentro de los nuevos razonamientos del Comité 
de la Comisión. Pero parece conveniente que antes de tratar 
la nueva materia, se fijen concretamente las concesiones he- 
chas por los representantes de la Comisión. 
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El dilema. 

No puede aceptarse con reservas el principio sentado por la 
Asamblea. Ó el Comisionado Residente en cuestión, es represen- 
tante del pueblo filipino, ó no lo es. No hay un tercer camino, 
que lo mismo conduzca á la afirmativa que á la negativa. 

Los representantes de la Asamblea sostenían en su pri- 
mera contestación, que el Comisionado Residente de que se 
está tratando, representa al pueblo y no al gobierno, porque, 
entre otras razones, la naturaleza de la representación terri- 
torial ha estado siempre vinculada en el pueblo y no en la 
administración ó el Gobierno. Se citaron casos y en todos 
ellos se sostuvo el mismo principio. 

LOS REPRESENTANTES TERRITORIALES, COMO PORTAVOZ DEL 

PUEBLO. 

No hace falta citar otros casos. Los diarios de sesiones del 
Congreso están llenos de precedentes. Y desde el Delegado 
White, en el tercer Congreso, cuyo status como Delegado fué dis- 
cutido entonces, hasta los Delegados de los últimos territorios 
contiguos, y desde éstos hasta Filipinas, la consideración dada 
á las representaciones territoriales ha sido lamisma, á saber: 
que eran agencia y portavoz del pueblo de los territorios. 

No importa que la organización del territorio haya sido 
bajo la primitiva Ordenanza del Gobierno Continental ó haya 
sido bajo la Ley de 26 de Marzo de 1804 del Congreso Fe- 
deral, la Ley tipo, sobre la que se han vaciado las posterio- 
res organizaciones territoriales. Ni ha alterado la esencia 
representativa, esto es, el carácter popular, la diferencia en 
la elección de tales Delegados, que unas veces ha sido directa 
y otras veces ha sido de segundo grado. La idea de la 
representación ha permanecido inmutable. En realidad, el 
poder, los privilegios y la consideración últimamente dados 
á los Delegados de los territorios más liberalmente organiza- 
dos á partir de 1836, no han tenido otra fuente que las con- 
cesiones dadas á los primeros Delegados, aquellos precisamente, 
que procedían de los gobiernos territoriales de tipo menos avan- 
zado y habían sido elegidos, no directamente por el pueblo, 
sino mediante las legislaturas locales, compuestas de dos Cáma- 
ras, una de elección popular y otra de nombramiento. (1) 



(1) Véanse, entre otros casos, el de David Lebby, de Florida, 27 Congreso; el de 
Reeder vs. Whitfield, de Kansas, en el 34 .Congreso; el de Fuller vs. Kingsbury. de Min- 
nesota, Congreso 35; el de Maxwell vs. Cannon, de Utah, Congreso 43; el de Cambell vs. 
Cannon, de Utah, 47 Congreso. 
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En *una ú otra forma, es lo cierto que las representaciones 
territoriales siempre se han considerado como los órganos por 
cuyo conducto las opiniones y los deseos del pueblo de los 
territorios, podían ser comunicados al Congreso. 

Las instrucciones de la Comisión Schurman. 

En nuestra primera contestación decíamos: "el Congreso, 
al instituir el Gobierno de Filipinas con todos sus organismos 
y detalles, tuvo en cuenta los modelos que tenía á mano, las 
formas de gobierno y las disposiciones que eran familiares." 
La forma de gobierno á la cual acudió el Congreso, fué 
evidentemente la forma territorial, que fué la recomendada por 
la Comisión Schurman. 

Oigamos sus palabras: 

Desde el mismo comienzo, no habría peligro y sería de 
desear, en opinión de la Comisión, que se* concediese á los fi- 
lipinos mayores libertadas para el self-government que las que 
Jefferson aprobó para los habitantes de Louisiana. ... 

La forma de gobierno territorial es la que se ha de 
adoptar. (Report de 31 de Enero de 1900.) 

El Secretario de Guerra, Mr. Root, hablando de estas 
recomendaciones de Mr. Schurman, ó más propiamente, de la 
Comisión que él presidió», dice ló siguiente en su report 
de 1901: 

El gobierno era un gobierno de ocupación militar. . . . 

Un gobierno semejante siempre es deficiente. . . 

La Comisión de Filipinas, de la cual era Presidente el 
Sr. Schurman, había recomendado encarecidamente el pronto es- 
tablecimiento del Gobierno Civil. . . 

"Por consecuencia' ' , y "como quiera que como . medida 
fundamental al ^concederle la esencia del Gobierno civil al pueblo 
de Filipinas debía efectuarse una separación de estos poderes", 
"se resolvió que la parte del poder militar que era legislativa en 
su índole, la ejerciesen agentes civiles, que habían de proceder 
de acuerdo con las formas legislativas, en tanto que el poder 
judicial debían ejercerlo los tribunales establecidos y regulados 
por los decretos de la autoridad legislativa. De acuerdo con 
esto, el día 16 de Marzo de 1900 el Presidente nombró la se- 
gunda Comisión de Filipinas". Y "el día 7 de Abril de 1900, 
se dieron instrucciones formales por escrito á la Comisión, que 
# describían sus atribuciones á la vez que formulaban la política 

que había de seguirse en el desarrollo gradual y la conducta 
del gobierno civil en Filipinas" . 

Estas instrucciones son bien conocidas. Se han conside- 
rado como la piedra angular del nuevo edificio del Gobierno 
civil, anómalo al principio, por ser una mera creación del 
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Presidente en uso de sus atribuciones militares, como jefe 
supremo del ejército y marina de los Estados Unidos, y por 
tener como jefe ejecutivo al gobernador militar. Parte de 
estas instrucciones se contiene en las siguientes líneas, que 
revelan que se tuvieron en cuenta las recomendaciones de 
Mr. Schurman, cuando fueron redactadas: 

Ellos (los nuevos Comisionados) aprovecharán útilmente, 
en el mayor grado posible, las conclusiones alcanzadas por la 
primera Comisión (la Comisión Schurman) en las Islas Filipinas. 

El, Congreso aplicó á Filipinas la forma territorial. 

El Congreso conocía las recomendaciones de la Comisión 
Schurman, y cuando aprobó la Ley de 19 de Julio de 1902, 
que confirmó en su totalidad las instrucciones del Presidente 
McKinley y completó el esquema de gobierno contenido en 
dichas instrucciones, evidentemente aplicó á Filipinas la forma 
territorial, á la que estaban acostumbrados los americanos. 
A esta forma se había acudido siempre, al entrar en la po- 
sesión de un nuevo territorio cedido ó adquirido de otro modo. 
Era la que, por otra parte, había sido expresamente recomen- 
dada para Filipinas por los funcionarios entonces responsables 
de la administración. 

El solo hecho de que deliberadamente el Congreso aplicó 
á Filipinas la forma territorial, autoriza ya la conclusión de 
que, como en el caso de los territorios de la Unión, el Dele- 
gado ó Comisionado de Filipinas representa al pueblo y no al 
Gobierno. 

Tres capitales diferencias. 

Pero hay algo más. Si bien es verdad que la forma de 
gobierno aplicada á Filipinas, es del modelo de organización 
territorial, hay, sin embargo, puntos y hechos hacia los cua- 
les conviene que se fije nuestra atención. Resaltan tres dife- 
rencias de orden étnico y político que, á nuestro juicio, vi- 
gorizan nuestra conclusión. Tales diferencias son: (a) La di- 
ferencia de raza y la desigualdad de población. La raza de 
los Estados Unidos era americana, y americanos ó añnes á los 
mismos eran también los habitantes de los territorios. La raza 
de Filipinas es, en inmensísima mayoría, de filipinos. Inva- 
riablemente, allá , la población de los territorios se acercaba 
á cinco mil almas: por el contrario, la población de Filipi- 
nas excede de ocho millones de habitantes, (b) Los intere- 
ses de los territorios eran, al fin y al cabo, intereses de la 
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Unión, mientras los intereses del pueblo de Filipinas no so- 
lamente no están identificados con los intereses de la Unión, 
sino que se presentan como opuestos á éstos. La lucha para 
obtener en los Estados Unidos un limitado mercado para 
ciertos productos filipinos, es una ilustración de esta diferencia 
ó antagonismo, (c) El Gobierno del territorio es una organi- 
zación provisional y el preliminar necesario para la conversión 
más tarde del territorio en Estado de la Unión, mientras la 
organización anómala del Gobierno de Filipinas, si es provisio- 
nal, lo es para su conversión más tarde en Estado indepen- 
diente filipino y no en Estado americano dentro de la Unión 
americana. 

Una deducción legítima. 

Si se ha reconocido la necesidad de que territorios con 
raza é intereses identificados con la raza y los intereses de 
los Estados de la Unión, tuviesen representantes en Was- 
hington, no podemos comprender cómo se podría cumplir 
con la más elemental regla de justicia, sin conceder, por lo 
menos, la misma representación, al pueblo de Filipinas, si- 
tuado á una distancia mayor de seis mil millas de la Me- 
trópoli, puesto en manos de un gobierno extraño por los 
solos azares de la guerra, y más si se tiene en cuenta que, 
si por un lado la raza que lo puebla difiere totalmente de 
la raza de la Metrópoli, por otro lado, los intereses y su- 
premas aspiraciones de ambos pueden asimismo estar en com- 
pleto desacuerdo. 

Sin regateos ni reservas de ninguna clase, debe acep- 
tarse el principio de que los Delegados de Filipinas repre- 
sentan en América al pueblo filipino. Eso es únicamente lo 
justo. Hacer de los Delegados filipinos representantes, en 
primer término del Gobierno, y en segundo término del pue- 
blo de Filipinas, es, sencillamente, conducirnos á los re- 
sultados más absurdos y colocar á los Delegados, en el 
cumplimiento de sus deberes oficiales, en una posición in- 
sostenible. No queremos repitir los argumentos que hemos 
aducido en nuestra primera contestación, que demuestran que 
el Gobierno de Filipinas ó la administración, no necesitan 
enviar Representantes á Washington. Lo que queremos aña- 
dir á lo que ya se ha manifestado, es que si se aceptase 
que los Delegados representan primeramente al Gobierno y des- 
pués al pueblo, la consecuencia sería que la acción de esos 
Delegados debiera estar sujeta al Gobierno y no al pueblo. Tan 
convencidos estamos de que los Delegados filipinos no depen- 
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den ni representan al Gobierno, que creemos que ni siquiera 
podrían ser compelidos á cumplir con las instrucciones de di- 
cho Gobierno, si tales instrucciones se diesen. Más todavía: en 
el supuesto de que en ciertas cuestiones pendientes en Amé 
rica, el criterio del Gobierno fuese contrario al criterio y a los 
deseos del pueblo filipino, no vacilamos en afirmar que si los 
Delegados desean cumplir con su deber, este deber no puede 
ser cumplido sino poniéndose, cerca de los poderes de la Me- 
trópoli, al lado del pueblo, aún contra los deseos y las inspira- 
ciones del Gobierno. 

El caso del bill Payne. 

Puede invocarse un caso reciente, en apoyo de esta opi- 
nión. Se trataba del Bill Payne. (1) Sin descender al fondo 
del asunto y sin decidir si el pueblo tenía ó no razón, es lo 
cierto que éste no lo aceptaba. El Gobierno, sin embargo, 
tanto el de la Metrópoli como el de aquí, apoyaba resuelta- 
mente el Bill. Y se dio una prueba gallarda de que no se han 
ahogado totalmente las aspiraciones democráticas, cuando el 
Gobierno acudió al pueblo. Se utilizaron todos los medios al 
alcance del Gobierno y de sus agentes, para obtener algún 
apoyo popular al Bill. Aunque se endosaron á la Asamblea 
algunas adhesiones, cuyo origen era conocido, no fué posible 
torcer la voluntad popular, que se reveló en enérgicas protes- 
tas. Éstas resonaron en la Cámara popular y el pensamiento 
del pueblo obtuvo clara expresión. Los representantes se ne- 
garon á aceptar el Bill, mientras la Comisión le daba un favo- 
rable endoso. 

Veamos ahora lo que hicieron los Delegados. No hay para 
qué hablar del Delegado cuya nominación tuvo su origen en la 
Asamblea. Como era de esperar, se opuso al proyecto de ley. 
Acerca del otro Delegado, al que la Comisión llamaría ahora, 
si aceptásemos sus teorías, Delegado suyo, se unió al Delegado 
nominado por la Asamblea. Esto es muy significativo. Indica 
que los Delegados mismos comprendieron que representaban al 
pueblo. Demuestra que en casos como éstos, en que luchan 
los intereses del Gobierno ó de la Comisión, y los intereses del 
pueblo, ellos creen que su deber es colocarse, como se coloca- 
ron entonces, del lado del pueblo. 

La Comisión no protestó contra esta conducta del Delegado 
nominado por ella, conducta que, dentro de los principios 
que dicha Comisión sostiene, podría y debería ser calificada 

(1) Durante la Primera Legislatura. 



43 

de inconsecuente; reeligió á dicho Delegado cuando se presentó 
la ocasión; y su actitud de ahora demuestra de nuevo, y á lo 
último, aunque la Comisión no quiera, lo que ella rechaza, 
esto es: que el Delegado en cuestión no la representa, ni á la 
administración, ni al Gobierno, sino al pueblo. 

El origen del cargo, á la luz de la Historia. 

La tesis es tan clara que no requiere nuevas demostracio- 
nes. Y estando en pie cuanto alegamos en su apoyo en 
nuestra primera contestación, nos creemos relevados de hacer 
un acabado y nuevo estudio, que sería por demás interesante, 
á saber: ¿Cuál es el origen del cargo de Delegado territorial, 
instituido en la Ordenanza de 1787? No tendríamos más que 
abrir la historia. No argumentaríamos con argumentación 
nuestra. Vendrían en nuestro apoyo los padres de la gran Re- 
pública, los mismos que lucharon tantas veces y derramaron 
su sangre para emancipar á América del dominio de Ingla- 
terra. 

Fácil ha sido establecer la representación popular discu- 
tida, si no negada, de los Delegados de Filipinas en el Con- 
greso, á la luz que arroja la historia de más de un siglo, á 
partir de 1787. Sería mucho más fácil estudiar la naturaleza 
de este cargo en sus orígenes más remotos, perdido entre las 
brumas de un pasado colonial, que como el americano y como 
cualquier otro, fué doloroso. 

Los representantes de la Comisión* recordarán sin esfuerzo 
alguno, que las colonias americanas enviaban sus agentes á la 
Corte inglesa, habiendo sido el cargo permanente desde 1670. 
Se cree que la provincia de Virginia fué la que originó esto. 
Los agentes acudían á las Cámaras del Parlamento, compare- 
cían y declaraban en los hearings del Concejo Privado de Co- 
mercio y Plantaciones ó de la Junta de Comisionados de Co- 
mercio y Plantaciones y se encargaban, en una palabra, de la 
gestión de los asuntos de la colonia y la defensa de sus recla- 
maciones ante el gobierno de Inglaterra. 

Y estos agentes coloniales, de donde nacieron más tarde 
los Delegados territoriales, cuando América fué independiente, 
no llevaron á Inglaterra la voz del Gobierno de las colonias, 
sino que fueron, como más tarde los Delegados de todos los 
territorios americanos, como ahora los Delegados de Puerto 
Rico y Filipinas, representantes del pueblo. Para apreciar 
mejor este carácter, no debe olvidarse que, al fin y al cabo, 
la sangre que corría en las venas de los que gobernaban 
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en Inglaterra y en las colonias, era la misma sangre de los 
colonos americanos, que se habían establecido en América 
bajo la autoridad y con el consentimiento de Inglaterra. 

Deseamos una contestación precisa. 

Los representantes de la Comisión, después de tocar una 
porción de asuntos, entran de lleno en la defensa de la no- 
minación consabida. La argumentación es hábil. Supone, y 
no destruye, la teoría de la Asamblea. Tiende á demostrar 
el carácter representativo de la persona nominada. Pero 
mientras esto se lee, tanto en el fondo de la defensa como 
en las otras partes del bien estudiado alegato de la Comi- 
sión, quedan en pie las afirmaciones contenidas en la primera 
página de dicho documento, afirmaciones que tan pronto acep- 
tan como luego rechazan el principio de representación po- 
pular. 

Confesamos estar obsesionados con este principio. No po- 
demos ir adelante sin una contestación categórica y definitiva. 
Sin precisión en las ideas, dejando de determinarse el campo 
en que cada uno milita, esta discusión sería interminable. 
Robamos, por consiguiente, á los representantes de la Comi- 
sión, que definan sin ambajes ni vaguedades, su actitud, con- 
testando terminantemente á esta pregunta: el Delegado en 
cuestión, ¿representa al pueblo ó no? 

Deseamos una contestación precisa, antes de proceder, 
punto por punto, al estudio y á la consideración de los nue- 
vos argumentos del Comité de la Comisión. 

Al final de nuestra primera contestación empleamos las 
siguientes palabras: "La única forma de resolver esta cues- 
tión, es salvando los principios y no destruyéndolos." Con 
razonables concesiones en esta discusión de principios, la 
atmósfera se aclarará, y el Comité de Conferencia podrá, sin 
injusticia para nadie y con honor para todos, entrar resuel- 
tamente por una senda de salvadoras y fecundas inteligencias. 
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ESCRITO 

DEL COMITÉ DE CONFERENCIA DE LA COMISIÓN CON- 
TESTANDO EL ÚLTIMO ESCRITO DEL COMITÉ 
DE CONFERENCIA DE LA ASAMBLEA. 



Los miembros del Comité de Conferencia por parte de la 
Comisión, creen que no existe ninguna inconsecuencia ni ambi- 
güedad en su actitud. # Están de acuerdo con los miembros del 
Comité de Conferencia por parte de la Asamblea, en cuanto á 
la necesidad de que los Comisionados Residentes en los Es- 
tados Unidos sean representantes del pueblo filipino. En vir- 
tud de los términos de la ley, cada Cámara debe ser juez 
del carácter representativo de su candidato. Los Comisionados 
tienen la opinión firme de que el Sr. Legarda llena los requisi- 
tos del cargo admirablemente, y que el mismo hecho de que 
ha sido elegido dos veces para este cargo por la Asamblea, 
la segunda vez por votación unánime, es un argumento pode- 
roso á su favor, pues los requisitos para Comisionado Resi- 
dente eran entonces los mismos de ahora, y la necesidad exac- 
tamente tan grande para la elección de hombres que repre- 
senten al pueblo. 
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CONTESTACIÓN 

DEL COMITÉ DE CONFERENCIA DE LA ASAMBLEA Á 
LA NOTA ÚLTIMA DE LA COMISIÓN. 

La situación conduce á una franca inteligencia. 

La admisión de que los Comisionados Residentes son repre- 
sentantes del pueblo filipino, despeja la situación y conduce 
nuestros pasos á una franca inteligencia. Esta vendrá, si so- 
mos consecuentes, mediante la retirada de la candidatura pro- 
puesta por la Comisión y rechazada por la Asamblea. Esto, 
que parece gratuito, es de lo más lógico, si se examinan cui- 
dadosamente las cuestiones planteadas por los mismos repre- 
sentantes de la Comisión. No desenvolveremos otras ideas ni 
argumentos. No penetraremos por nuevas sendas. Nos limita- 
remos á seguir, paso á paso, las mismas manifestaciones de la 
Comisión. 

Para concretar los puntos, diremos: 

1. Que la Comisión no representa al pueblo filipino; 

2. Que la Asamblea representa, y es la única que repre- 
senta, en el régimen presente, al pueblo filipino; y, 

3. Que el Gobierno aquí establecido no representa tam- 
poco al pueblo filipino. 

La representación popular no puede venir sino del pueblo. 
Puede ser conferida directa ó indirectamente, pero no surge 
por sí sola ni por virtud de extraño impulso, por grande 
que éste sea y por respetables que fuesen los poderes de 
que arranque, si tales, poderes no son del pueblo. No se 
concibe, por esta razón, el concepto de representación sepa- 
rado del poncepto de pueblo. Quitad la voluntad popular y 
la representación habrá dejado existir. 

El vicio es de origen. 

1. Quisiéramos para la Comisión, no solamente nuestros res- 
petos sino también nuestros afectos, y no sólo nuestros afec- 
tos sino los afectos y representación del pueblo. Colabora- 
dores en un régimen que, impuesto por circunstancias que 
han estado fuera del dominio del pueblo filipino, éste qui- 
siera transformarlo en suyo, en que se contemple su imagen 
y alienten sus ideales, querríamos que la otra rama de la 
Legislatura se apoye en, y fuese apoyada por, el pueblo. 
Pero esto es imposible. El vicio es de origen; la falta, in- 
subsanable. La Comisión no recibe sus poderes del pueblo, 
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y mientras continúe organizada como está y sea nombrada 
como ahora, y no elegida, no podrá, con justicia, reclamar 
ninguna representación popular. La teoría que aventuran 
los representantes de la Comisión, de que ésta representa al 
pueblo, es, pues, absolutamente falsa. * 

Parece que todo lo que ha dado lugar al error es que el 
Presidente McKinley, en sus instrucciones á la Comisión, dis- 
puso que el Gobierno que aquí se estableciese debía ser para 
la felicidad, paz y prosperidad del pueblo de Filipinas. Nos. 
otros sostenemos que estas palabras, que honran al que las 
escribió y denuncian un propósito elevado, no confieren á la 
Comisión, bajo ninguna teoría de gobierno, ninguna repre- 
sentación popular. Significan, sí, que la Comisión, por pro- 
pia obligación de su cargo, debe velar por la felicidad, paz 
y. prosperidad del pueblo filipino, pero nada más: Señalan un 
límite á las facultades conferidas y establecen preceptos fun- 
damentales que no pueden incumplirse sin violar el princi- 
pio mismo de que se deriva todo el poder conferido. Pero 
ni el Presidente McKinley, ni aún el Congreso, pudieron dar, 
á la Comisión ni al Gobierno de Filipinas, un carácter que 
ellos mismo no poseían. No pudieron convertir á sus represen- 
tantes ó agentes en representantes ó agentes del pueblo fili- 
pino, por la sencilla razón de que su autoridad no emanaba 
de dicho pueblo. 

Buscamos inútilmente la frase sacramental. 

Estas apreciaciones no son gratuitas, sino que tienen en 
su apoyo las ideas más adoptada s en derecho político. (1) Ese 
mismo instrumento político conocido, las Instrucciones del 
Presidente McKinley, que los representantes de 3a Comisión in- 
vocan, está en nuestro favor. Recuérdese quién escribió tales 
instrucciones y para qué pueblo se escribieron. No se olvi- 
den las circunstancias que dieron lugar al establecimiento 
del nuevo y extraño Gobierno. Relaciónense todos los hechos 
del caso y, sin ningún esfuerzo, se podrá llegar á donde 
hemos llegado en nuestras conclusiones acerca de lo que sig- 
nifica la Comisión. 

Preferimos tender un velo sobre lo que fué. No discutire- 
mos tampoco principios .abstractos de derecho político. No em- 
plearemos argumentos poco familiares para los americanos. 



(1) "La máxima sobre que descansan los cimientos de nuestio gobierno es la que 
todo poder político origina del pueblo.... así, todo poder poseído por el pueblo se dá y se 
centraliza en sus representantes elegidos," (Gibson v. Masón, 5 New. 283, 291.) 
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Aceptaremos, á los efectos de esta discusión, el hecho con- 
sumado del Gobierno aquí establecido, olvidando cómo fué 
establecido y separando los ojos de los grandes y queridos 
restos de nuestro pasado, del océano inmenso de despojos 
de la batalla, sobre los que se ha levantado el nuevo edifi- 
cio, en que buscamos inútilmente la frase sacramental ame- 
ricana, base de todo gobierno: "el consentimiento de los go- 
bernados." 

La Ordenanza de Julio de 1787. 

Descendamos, sin odios ni rencores, á las entrañas de este 
gobierno y estudiemos, fría y serenamente, dentro de las 
mismas teorías en que se asienta, qué es lo que representa 
la Comisión. Un estudio así realizado, estará exento de pre- 
juicios. Las páginas de la propia historia no pueden ser ni 
desconocidas ni negadas. 

Con no ser Filipinas actualmente ni territorio ni propia- 
mente una colonia, es un hecho indiscutible que ' la forma 
presente de Gobierno es, en muchos respectos, como hemos 
sostenido en nuestras dos primeras contestaciones, sustancial- 
mente del tipo de organización territorial. La Ley del Con- 
greso de 1? de Julio de 1902, es en el fondo, la Ordenanza 
del gobierno continental de 13 de Julio de 1787. A partir 
de dicha ordenanza, se desenvuelven, como es sabido, todas 
las formas de gobierno territoriales, cuya legislación, que 
hemos revisado una por una, si reconoce un sólo origen y 
unos mismos precedentes, encierra, como es lógico y natural, 
idénticas ideas y sustancialmente los mismos principios. 

Palabras de James Monroe. 

Y si por una parte el precedente verdadero del presente 
Gobierno de Filipinas, es el tipo de gobierno territorial, la 
fuente legítima de esta forma de gobierno ha sido el gobierno co- 
lonial que prevaleció en América antes de la revolución. La Or- 
denanza de 1787 está calcada en la forma de gobierno propuesta 
en el report presentado al Congreso de los Estados Unidos por 
un Comité del mismo, presidido por el que después fué ' Presi- 
dente de los Estados Unidos, James Monroe, quien, escri- 
biendo sobre este particular á Jefferson, que á la sazón es- 
taba de Ministro en París, decía: 

El esquema es el siguiente: el Congreso nombrará, tan 
pronto como se vendan algunos terrenos del territorio noroeste, 
un gobernador, un concejo, los jueces, el secretario del concejo 
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y algunos otros funcionarios ; el gobernador y el concejo tendrán 
ciertas facultades hasta que haya un cierto número de habitan- 
tes, en cuyo tiempo elegirán representantes para formar una 
Asamblea general que se compondrá del gobernador, del concejo y 
de la citada Cámara de representantes. Es, en efecto, un gobierno co- 
lonial similar al que prevaleció en estos Estados antes de la revolución, con 
la diferencia notable é importante, de que tal distrito será ad- 
mitido en la confederación tan pronto como cuente con un nú- 
mero de habitantes igual al menor de los trece Estados originales. 

Y mientras la Comisión, dentro de este Gobierno, es una 
copia del concejo en el gobierno de los territorios, tal con- 
cejo territorial no es sino la trascripción real de los con- 
cejos locales durante la situación colonial americana. Entre 
tanto, la presente Asamblea Filipina, como organismo injer- 
tado en este régimen por tan encontradas y complejas cir- 
cunstancias, si desde el punto de vista de los filipinos y de 
su historia política es una continuación del Congreso filipino, 
desde el punto de vista del Gobierno ahora establecido y 
de su historia, es una copia de la Cámara de representantes, 
tanto del gobierno de los territorios como del que fué gobierno 
colonial inglés en América. 

Sería útil, por consiguiente, estudiar, con los diferentes 
tipos de gobierno indicados, los organismos legislativos que 
se han mencionado. Y si después de un estudio resultase 
que los concejos locales de nombramiento representaron al 
pueblo, nuestra fe de caballeros nos obligará á rectificar lo 
que hemos sostenido, ó sea, que la Comisión no representa al 
pueblo. Si por el contrario se demostrase de una manera clara 
y terminante, que tales concejos locales nunca han representado 
al pueblo, sino que la representación de éste ha sido siempre 
reconocida, y se ha concentrado, como debiera ser, en las 
Cámaras ó Asambleas populares, entonces nuestras conclusio- 
nes no podrán ser desconocidas ni negadas, sin volver las 
espaldas á la razón y á la justicia. 

Un ligero examen del gobierno de las colonias. 

¿Cuál es el tipo de gobierno prevaleciente en las colonias 
americanas antes de la revolución? 

El gobierno de las colonias puede clasificarse, con Blacks- 
tone y Story, en tres especies, parecidas todas en los puntos 
esenciales: gobiernos provinciales, gobiernos de propietarios 
y gobiernos por medio de cartas. 

Bajo la primera especie, la corona ó el Rey nombraba 
un gobernador, como su delegado ó lugar teniente, quien, 
además de ser jefe ejecutivo, era jefe del ejército, del poder 
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judicial y del ramo administrativo. La corona nombraba tam- 
bién un concejo. El concejo, además de sus funciones legis- 
lativas, debía asistir al gobernador en el ejercicio de su 
poder. El gobernador convocaba á los representantes de los 
freemen, y entre el gobernador, el concejo y los diputados de 
la plantación formaban la Asamblea co]onial. 

En los gobiernos de propietarios, no nombraba los go- 
bernadores el Rey. Nombrábalos el concesionario. El con- 
cesionario ó propietario era asimismo quien nombraba el 
concejo y convocaba la Asamblea. # 

Los gobiernos por medio de cartas, se asemejaban á los 
gobiernos provinciales. El gobernador y el concejo nombra, 
balos, no el Rey, sino la Asamblea general. Ei pueblo elegía 
la Cámara de representantes. En Connecticut y Rhode Island 
"los plantadores y todos los funcionarios elegidos por la 
autoridad popular, elegían anualmente al gobernador y nom- 
braban asimismo el concejo y la Asamblea." 

Laboulaye, analizando estas especies de gobierno, dice: 

Por donde se vé el plan uniforme según el cual estaban 
constituidas las colonias, cualquiera que fuese la diferencia de 
origen. Por todas partes hállase lo mismo: un gobernador, un 
concejo y una Cámara de representantes; en otros término?, una 
copia de la organización inglesa: Rey, Lores, Comunes; ó el 
futuro modelo de la organización federal: Presidente, Senado y 
Cámara de representantes. 

Esta transcripción, por decirlo así, de la forma inglesa 
en las colonias americanas, que hace notar Laboulaye, estaba 
justificada. La sistematización de la colonización de Virginia 
fué entre los años 1606 y 1625. Los métodos de administra- 
ción inglesa que prevalecían entonces en sus dependencias 
(1) consistían en una administración del Rey asistido de su 
concejo, por medio de un gobernador real asistido por un 
concejo real, con la concurrencia de una Asamblea que re- 
presentaba al pueblo. 

Se cumplió entonces la regla, á saber, que, como se ha dicho 
siempre, las naciones reproducen en sus colonias los tipos de 
teoría y práctica de gobierno que prevalecen en la Metrópoli. 

La Carta de Virginia. 

Después de este ligero examen de la forma de gobierno 
de las colonias, preguntamos ahora: 

¿Qué representaban los concejos locales de nombramiento y 
las cámaras de representantes en las colonias f 

(1) Ireland, the Channel Islands, and the Jóle of Man. 
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La Carta de Virginia de 1606 — la primera sobre este par- 
ticular — parece que instituyó este concejo local como cuerpo 
consultivo del gobernador de la colonia, de la misma manera 
que había en Londres un Concejo Central para dirigir, bajo 
la inspección del Rey, los asuntos de la colonia. 

La Carta decía á este propósito lo siguiente: 

Habrá un concejo establecido aquí en Londres, que se 
compondrá de trece personas nombradas por nosotros ó por nues- 
tros herederos ó sucesores, que será llamado nuestro concejo para 
Virginia ; y tendrá, de tiempo en tiempo, el manejo y la direc- 
ción superiores de todos los asuntos que puedan referirse al 
gobierno, tanto de las colonias como de cualquiera parte ó lugar 
comprendido dentro de los precintos citados, de 4 y 30 y 35 y 
40 grados arriba descritos. 

Respecto á los concejos locales, la misma Carta decía: 

Cada una de las citadas colonias tendrá un concejo que 
gebernará y ordenará todos los asuntos y causas que se susci- 
taren ó acontecieren dentro de las mismas colonias, de acuerdo 
con tales leyes, ordenanzas é instrucciones que en su favor dieren 
y firmaren nuestras manos. . . componiéndose cada uno de tales 
concejos de trece personas. 

No hay para qué decir que semejante Carta no fué del 
agrado de los colonos. Privados completamente de toda par- 
ticipación en el gobierno de las colonias, protestaron. En 
consecuencia, el Rey concedió á Virginia otra -Carta el año 
1609, dando á la administración de la colonia una forma 
completamente similar á la de los gremios mercantiles que 
había en Londres. Este sistema fracasó; y en 1611 se dio 
á Virginia otra Carta, que tampoco prosperó. El año 1621, 
el Presidente de la Compañía logró del Rey que se diera 
á los colonos el derecho exclusivo de dirigir sus gobiernos 
locales, facultando á los freemen entonces llamados burguesses 
á elegir á sus representantes. Por esta ordenanza, la Com- 
pañía en Inglaterra nombraba un concejo para la colonia, 
que venía á ser "Privi Councir ' ó gabinete del gobernador. 
La Asamblea general de la colonia se constituyó entonces 
con el gobernador, el concejo y los representantes de cada 
"town, hundred or particular plantation." 

Bajo este sistema el Rey dejó de excluir al pueblo en 
sus gobiernos locales; pero conservó el lazo de unión con 
Inglaterra, haciendo que desde aquí se nombrasen el gober- 
nador y su concejo. 
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La Comisión de Filipinas desempeña el papel de los 
antiguos Concejos de nombramiento. 

Adrede hemos seguido el desarrollo histórico del gobierno 
colonial de Virginia, tanto por ser entre las colonias anglo- 
americanas, la primera en el orden cronológico, como porque 
"con la implantación de la Asamblea de Virginia, tenemos 
un tipo regular de gobierno colonial por medio de un go- 
bernador, un concejo y una Asamblea, como existe ahora 
en las colonias inglesas con self-government." 

A medida que avancemos en este somero estudio de la histo- 
ria colonial americana, hallaremos más claro el fin y objeto 
de los concejos locales de nombramiento. 

El Rey Carlos I, en 23 de Mayo de 1625, dictó una 
proclama para el gobierno de las colonias. Se establecieron 
estos dos principios de administración de las colonias ame- 
ricanas: 

1. Que para la existencia de una administración ordenada 
era necesario que hubiere en Inglaterra un Concejo Imperial, 
compuesto de personas expertas nombradas por el Rey, que 
debía ser un cuerpo consultivo para el mismo cuando ejercía 
el poder imperial en favor de Inglaterra; pero que al propio 
tiempo dicho concejo podría tener facultades administrativas. 

2. Que las colonias, estando por su distancia separadas 
del reino, de modo que no podían ser incorporadas al mismo, 
debían ser consideradas, para ciertos propósitos, como Estados. 

La distancia obligó al gobierno inglés á considerar á las 
colonias como Estados casi independientes, al menos en su 
gobierno interior y en ciertos respectos. Por otro lado, como 
las colonias tenían que estar supeditadas al control de las 
compañías ó concejos establecidos en Londres, ó al Rey por 
medio de aquellos, de aquí que se ideó la institución de 
"gobernador y concejo local de nombramiento." 

El Concejo y la Cámara, con el Gobernador, formaban 
la Asamblea, que reunía de esta suerte todos los poderes 
de la colonia. Pero insensiblemente se fué llegando á una 
verdadera división de la Legislatura en dos cuerpos. El con- 
cejo formó la alta cámara; y el gobernador tuvo, como el 
Rey de Inglaterra, el voto sobre las resoluciones que tomaba 
cada una de las Cámaras. 

Comentando esta organización, un autor americano dice 
lo siguiente: 

Con el fin de prevenir la intrusión de las colonias en 
la esfera de jurisdicción de la Gran Bretaña, debía estar re- 
presentada (ésta) por un gobernador real con poder de veto, 
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y algunas veces por un concejo real; teniendo el Rey el poder 
de veto sobre toda legislación colonial. 

Este comentario define perfectamente el carácter de los 
concejos locales, esto es, que tales concejos eran agencias 
de la Metrópoli en las colonias. Nanea se ha pretendido sostener 
con éxito, la teoría de que tales concejos representaban al pueblo 
de la colonia. Nótese, sin embargo, que el pueblo de la colonia 
podía considerarse sustancialmente identificado con el pueblo 
de la Metrópoli. Tanto en la Metrópoli como en la colonia, 
encontramos la misma raza, el mismo idioma, las mismas 
tradiciones. 

Cuando en medio de las circunstancias más favorables, 
los concejos locales, que pueden considerarse y así son en 
efecto, el origen político histórico de la actual Comisión de 
Filipinas, nunca lograron ser reconocidos como representan- 
tes del pueblo, no podemos comprender cómo dicha Comi- 
sión puede, con justicia, reclamar para sí alguna represen- 
tación popular. Mientras el poder que le ha nombrado no es 
autoridad derivada del pueblo, cuya representación pretende, 
el Gobierno, que aquí ha asumido la soberanía y de quien ha 
recibido totalmente su mandato, se ha establecido sin el con- 
sentimiento, y sí con la abierta oposición, del pueblo filipino. 

La organización colonial, copia del gobierno inglés. 

2. En el tiempo de las colonias americanas parece claro 
y evidente que la única representación popular residía en 
los representantes elegidos por los mismos colonos. 

En primer término, si es verdad, como dice Laboulaye, 
que la organización del gobierno colonial es copia de la del 
gobierno inglés, no cabe duda que la "House of Commons" 
era la única que ostentaba la representación popular, por 
lo mismo que la Cámara de los Lores era hereditaria. Se 
dirá que esto es aparente, porque .la teoría inglesa es que 
el pueblo está representado por el Parlamento compuesto por 
el Rey, la Cámara de los Lores y la Cámara de los Comu- 
nes. Pero es de notar, sin embargo, que al tiempo de es- 
tablecerse las colonias americanas, la Cámara de los Comu- 
nes luchaba por obtener su verdadera soberanía en la direc- 
ción del gobierno. Ya en tiempo de la reina Isabel (siglo 
XVI), ésta siguió "la política de reconocer á la Cámara de 
los Comunes como una institución existente y necesaria y de 
procurar determinar la parte que le debía corresponder en 

el gobierno de Inglaterra, como el representante del pueblo" 
4 
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Como feliz cristalización de estas ideas de representación, 
el Parlamento inglés sancionó por ley en 1649 lo siguiente: 

Por la presente se declara y se decreta por el presente 
Parlamento y en virtud de la autoridad del mismo, que el pueblo 
de Inglaterra y todas las dependencias y territorios pertenecien- 
tes al mismo, son por la presente hechos un Commonwealth y 
Frée State y serán gobernados como tal Commonwealth y Free 
State por la autoridad suprema de esta nación, ios representantes 
del pueblo en el Parlamento y por aquellos que nombra y designe 
como funcionarios y empleados para el bienestar del pueblo, y 
ello sin ningún Rey ó Cámara de lgs Lores. 

Pero sea cual fuere la teoría sobre que descansaba la 
representación popular de la Cámara de los Comunes, lo que 
más nos importa es examinar el verdadero carácter repre- 
sentativo de las Cámaras de representantes de las colonias. 

La historia política de las colonias indica claramente este 
carácter popular de las Cámaras. Las reales cédulas para 
las provincias reales, ordenaban al gobernador, "que convo- 
case y consultase á los representantes de los freemen ó plan- 
tadores." En los gobiernos de propietarios, las mismas car- 
tas de concesión consignaban expresamente ' 'que los emigran- 
tes tenían derecho á una representación colonial", por lo que 
los propietarios, además de nombrar el gobernador y el con- 
cejo, convocaban á la Asamblea. En los gobiernos por Car- 
tas, donde la forma republicana era casi completa (Connec- 
ticut, Rhode Island y Massachussetts) todos los cargos, desde' 
el gobernador hasta los representantes, eran de elección. 

Esto demuestra, bajo el punto de vista del gobierno de 
la Metrópoli y de los colonos, que el gobernador y el con- 
cejo de nombramiento no bastaban, porque absolutamente no 
podían constituir la representación popular de los freemen. 

Es esencial é importante notar la conducta de estos en 
lo que respecta á esta representación. 

LO QUE DICE LABOULAYE. 

Dice Laboulaye que dos fuerzas poderosas unificaban poco 
más ó menos la marcha de la administración en todas partes: 
el jurado y la re-presentación. Acerca de ésta, hace el autor 
citado la siguiente exposición: 

La representación nacional era también uno de esos pri- 
vilegios ó uno de esos derechos de la vieja Inglaterra, que los 
emigrantes reclamaron desde el primer día. 

Es cosa digna de notarse que todas las colonias anteriores 
al reinado de Carlos II establecieron por sí mismas un gobierno libre, 
por más que la Carta nada hubiese dispuesto sobre este parti- 
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eular. Sólo debe hacerse tina. excepción, en tratándose de Mary- 
land, si es que ello en realidad de verdad es una excepción, y 
era que la Carta contenía una cláusula que explícitamente esta- 
blecía la representación nacional. • 

La Virginia fué administrada durante algunos 

años por un gobernador y un concejo, cuyo nombramiento, así 
como su relevo, no era de la incumbencia del pueblo; mas la 
plantación se sublevó contra este régimen extraño, y en 1620, 
cuando aún no habían trascurrido quince años desde la funda- 
ción de la Virginia, aparece ya una Cámara de freemen. 

De aquí que el gobernador Jorge Yardley de Virginia, para 
apaciguar la agitación levantisca de los colonos, convocó en 1619 
una Asamblea general compuesta de los representantes de las di- 
versas plantaciones, antes de que se dictara la Carta de 1621. 

En Massachussetts aunque la Carta no autorizara 

la representación nacional, en 1634 vióse de repente aparecer una 
Asamblea aclamada por los plantadores con grande admiración 
de los magistrados y con gravísimo escándalo de determinados 
ministros. Igual es la historia de Massachussetts á la de Con- 
necticut, de New Heaven y de New Hampshire 

Y es que 

En los gobiernos de propietarios ó en los gobiernos por 
Cartas, el derecho del pueblo á ser gobernado por una legisla- 
tura local, era poco menos que evidente, como que era un ar- 
tículo de contrato; aún en I03 gobiernos provinciales tratábase 
de saber si la representación era un derecho (que nosotros lla- 
maríamos natural) ó si era simplemente un privilegio, cuya du- 
ración ó extensión pudiera determinar el soberano. Lo primero 
era creencia de los colonos, lo segundo lo era de los consejeros 
de la corona. 

No cabe duda, pues, que las antiguas colonias nunca se 
consideraron libres sin tener su representación en la legis- 
latura, y esta representación nunca existió en el gobernador 
con el concejo, sino sola y exclusivamente en una Cámara 
de representantes. 

Ansias populares que no sepultó el desastre. 

Esto que acaba de decirse acerca de la Cámara de 
los Comunes y de las cámaras coloniales, tiene singular 
aplicación á la Asamblea Filipina. Engendrada en medio 
de los sufrimientos del pueblo, que buscaba justa sa- 
tisfacción á sus agravios y luchaba por su libertad, la 
Asamblea ha tenido la virtud de recoger en su seno las 
ansias populares. No sepultó estas ansias el desastre. 
Como vivieron, viven todavía. Solamente que han pasado 
de los pechos de los combatientes á los escaños del 
nuevo templo nacional. Pensaron que influiría en su cons- 
trucción la apariencia de su extraña factura; pero la cons- 
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tracción es filipina, netamente filipina, desde los cimientos, 
que se hunden en el suelo de los patriotas, hasta arriba. 

Y es que cuando los cañones disolvían la Asamblea de 
representantes, que creara en los días de prueba la Ley 
Fundamental de 20 de Enero de 1899 (la Constitución de la 
República Filipina), la sagacidad política de los estadistas 
americanos incorporaba a la llamada después Ley Orgánica 
de 1.° de Julio de 1902, la disposición relativa á la Asam- 
blea Filipina. De cualquier modo que se la considere, ya 
sea desde el punto de vista del gobierno, ya sea desde el 
punto de vista del pueblo, su naturaleza está bien definida: 
ella, y sola ella, dentro del presente régimen, representa 
al pueblo. 

Única institución genuinamente filipina la Asamblea, den- 
tro del llamado por Mr. Taft gobierno central americano, es 
natural que los filipinos la diesen desde luego un carácter 
de representación exclusiva. Y sin discutir, por no ser per- 
tinente para el caso, si esta representación es una concesión 
ó un derecho, es lo cierto que la savia que lo nutre viene 
directamente del pueblo por medio del sufragio. Es pensa- 
miento atribuido á Hamilton que la definición del derecho 
de sufragio está en considerarlo justamente como el artículo 
fundamental del gobierno republicano. "La representación, 
dice Tucker, es el método moderno en virtud del cual la 
voluntad de una gran mayoría se expresa por sí misma, to- 
mada de un cuerpo elegido de hombres para la deliberación 
en la redacción de las leyes. n Esta representación no puede 
expresarse ni conferirse sino por medio del voto. 

Taft llamó k la Asamblea Filipina, Asamblea Nacional. 

Respecto al gobierno, nunca ha dudado del carácter 
representativo de la Asamblea. Como se ha reconocido siem- 
pre, el establecimiento de la Asamblea ha sido un capítulo 
fundamental en la llamada política de atracción. Se anunció 
la aparición de la Asamblea como una gran conquista polí- 
tica y se calmó al pueblo en armas, con la promesa de una 
participación efectiva en el gobierno. Se exigieron muchos 
trámites antes de llegar á su establecimiento, y cuando llegó 
el momento, esto es, cuando se estableció la Asamblea, se 
reiteraron las promesas y se repitió que ' 'ninguna gran na- 
ción civilizada ha administrado jamás con tanta sabiduría y 
desinterés los asuntos de un pueblo arrojado á sus manos 
por los azares de la guerra." Se ha insistido en un go- 
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bierno popular, como el ideal de la política americana en 
Filipinas, y se nos dijo por personas autorizadas, que la im- 
plantación de la Asamblea es un paso efectivo hacia el 
gobierno propio. El carácter popular de la Asamblea ha 
sido reconocido por los jefes responsables de la administra- 
ción americana. Mr. Taft la llamó Asamblea Nacional. 

El. gobierno colonial no representaba al pueblo. 

3. La cuestión que ahora surge es, si establecida la 
Asamblea de representantes, la representación popular en las 
colonias quedó encarnada en la Asamblea general compuesta del 
Gobernador, del Concejo y de la Cámara de Representantes. 

La cuestión debe resolverse en sentido negativo. 

Aunque en les varios escritos y folletos publicados á 
raíz de las protestas contra el Stamp Act en América, toda 
la argumentación se fundaba en que toda ley de contribu- 
ciones no aprobada por las respectivas Asambleas generales 
de las colonias era ilegal, esto no viene á demostrar que 
las colonias reconocieran en las asambleas generales su repre- 
sentación feenuinamente popular. La teoría fué que no te- 
niendo intervención el pueblo por medio de la Asamblea ge- 
neral, donde están precisamente sus representantes, en la aprobación 
de leyes relativas á impuestos y régimen interior, tales leyes 
eran injustas y arbitrarias. 

Siendo, de consiguiente, cosa resuelta: Que la Asamblea general 
de la colonia tiene exclusivamente el derecho y el poder de 
imponer contribuciones á sus habitantes y que cualquiera tenta- 
tiva que se haga para revestir de esos poderes á una ó algunas 
personas que no pertenezcan á esta Asamblea (general) tiende 
visiblemente á destruir la libertad inglesa no menos que la liber- 
tad americana. (1) 

Pero donde se manifiesta el hecho claro é indiscutible de 
que las colonias solamente reconocían en la Cámara electiva 
su verdadera representación, es en una de las Resoluciones 
adoptadas por el Congreso de representantes de las trece 
colonias, reunido en Nueva York á principios de Octubre de 
1765, para acordar lo conveniente con motivo de la promul- 
gación de dicho Stamp Act. 

Dicha resolución dice así: 

"V. Que los únicos representantes del pueblo de estas 
colonias, son las personas elegidas por dicho pueblo en las 
citadas colonias." 



(1) Párrafo 5,o de las Resoluciones de la Asamblea Qeneral de Virginia. 
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Como un dato capitalísimo, nótese que al proponer Ja- 
mes Otis, de Massachussets, la convocatoria de este Con- 
greso, se dijo que i 'estaría compuesto de delegados de las 
trece colonias, nombrados respectivamente por las cámaras de re- 
presentantes, sin consultar al concejo ni al gobierno" 

Este requisito subrayado y la resolución transcrita, de- 
muestran que en ningún tiempo los leaders y pensadores de 
las colonias americanas pensaron en atribuir á los concejos 
locales un carácter de representación popular, que solamente 
tenían los representantes elegidos por el pueblo. 

En vano en el folleto The Controversy between Great Bretain 
and the Colonies Reviewed, publicado anónimamente en Londres 
pero atribuido á W. Knox, en colaboración con el Hon. Ge- 
orge Greenville, Presidente del Concejo de Ministros, cuando 
se aprobó el Stamp Act, se decía: 

Los subditos de la Gran Bretaña (en las colonias) no 
están sin representación, aunque los miembros que componen la 
Cámara de los Comunes, no puede decirse que lo sean distin- 
tamente. No se les imponen leyes ni se les quita su dinero 
sin su propio consentimiento dado por sus representantes. El 
Rey, los Lores y la Cámara de los Comunes son sus* represen- 
tantes; pues á ellos es á quienes han delegado sus derechos 
individuales sobre sus vidas, libertades y propiedades; y mien- 
tras aprueban aquella forma de gobierno y continúan así bajo 
ella, consienten cualquier cosa que hacen estos á quienes han 
confiado sus derechos. 

Esta opinión fundada sobre las teorías de Hooker y 
Locke, no fué aceptada por las colonias americanas. La re- 
volución refutó con éxito dichas teorías y se demostró, como 
dice Snow, que la voluntad del pueblo era el supremo po- 
der y todo poder gubernamental era una delegación. 

La representación no se presume: se otorga de una 

MANERA EXPRESA. 

Lo manifestado hasta aquí contesta á las afirmaciones de la 
Comisión respecto al supuesto carácter de representación de la 
Comisión ó del Gobierno. Nada queda ya de las teorías de vir- 
tual representación, sostenidas por los ministros ingleses des- 
afectos á las colonias americanas, y con la caída de Green- 
ville y la caída del imperio colonial anglo-americano, se ha 
establecido definitivamente que la delegación ya no se pre- 
sume, sino que debe ser expresamente otorgada por el único 
poder que debe y está autorizado para darla: el pueblo. 
Sostenemos, por lo tanto, con las colonias americanas eman- 



59 

cipadas, que la única representación verdadera es la que 
viene del pueblo y que no hay razón alguna que justifique 
la alegación de que la Comisión de nombramiento representa, 
al igual que la Asamblea, al pueblo, de la misma manera 
que los americanos negaron, con sobrado fundamento, tal 
representación á los concejos locales de nombramiento y 
atribuyeron dicha representación sola y exclusivamente á las 
cámaras electivas. 

Y no se diga que la Comisión representa á los que no 
votan. Esta afirmación está en abierta pugna con el prin- 
cipio que informa el sufragio restringido. Esto supone, según 
Stwart Mili, la existencia en la sociedad de una clase de 
personas, que se cree no deben disfrutar del derecho de su- 
fragio, porque, ó no tienen interés en los asuntos públicos, 
ó no tienen capacidad suficiente para cuidar de sí mismos 
y. defender sus propios intereses, y por lo tanto, para arreglar 
los intereses públicos. Sin aceptar sino con ciertas reservas 
esta teoría, admitida entre los americanos, y sin perder de 
vista el hecho de que el sufragio de Filipinas es restringido, 
nosotros estamos con los que opinan que el restringir el su- 
fragio en los pueblos democráticos, es elevar el standard de los 
que han de manejar los intereses públicos. Gobiernan por lo 
tanto para sí y para los excluidos por la ley, los que votan. 
Aceptar la teoría de la Comisión equivaldría á admitir igualmente 
que los hijos, las esposas y los parientes pobres ó considerados 
por la Comisión no capaces, son representados en el gobierno 
por dicha Comisión, un organismo extraño al pueblo, en vez 
de estarle por el voto de los padres, maridos ó parientes con- 
siderados capaces. Esto es absurdo. 

Aplicación de todo lo expuesto á la cuestión planteada. 

Después de todo lo expuesto, fácil es contestar á la 
tercera cuestión planteada, ó sea si el Gobierno aquí esta- 
blecido representa al pueblo. Parecería un tanto inmaterial 
discutir este punto, por cuanto la elección de los Delegados 
Residentes se hace por la Legislatura, y la Legislatura no 
es el Gobierno. Pero habiendo los representantes de la Co- 
misión alegado que "el Gobierno aquí establecido representa 
al pueblo filipino," creemos que tal alegación debe ser refutada. 

Si por Gobierno se entiende "la autoridad pública y 
política que guía y dirige la comunidad política, ó sociedad 
de hombres Llamada Estado, unidos juntamente para pro- 
mover sus seguridades y provechos por medio de la unión" 
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(1); ó si "el Gobierno es un agente, y dentro de la esfera de 
su agencia, es un verdadero representante* ' (2), el Gobierno 
actual de Filipinas, de ningún modo representa al pueblo, 
como en el caso del gobierno de las colonias americanas, sentado 
como lo está, que la única representación del pueblo filipino 
está concentrada en la Asamblea, viniendo á desempeñar este 
Gobierno el papel de agente ó delegado del Congreso, de los 
Estados Unidos, cuya administración está intervenida, en una 
proporción mínima, por la Asamblea. 

Para nadie es un secreto el origen de este Gobierno. Sá- 
bese, y nadie lo niega, que se implantó por la fuerza. Todos 
reconocen que es un Gobierno extraño. La proposición de que 
no representa á los filipinos, no t debería, por tanto, ser dis- 
cutida, siendo, como es, tan clara y evidente. Pero si in- 
sistimos sobre este punto y le hemos dado la consideración 
que se le ha dado, es porque los representantes de la Comi- 
sión han sostenido lo contrario. Tan grave afirmación, que 
tantas y tan funestas consecuencias puede acarrear al pue- 
blo filipino, no podía pasar sin una refutación tan completa 
como fuese posible, dentro del espacio y tiempo de que dis- 
ponemos. 

DOS CITAS IMPORTANTES. 

Reconociendo, sin embargo, que nuestras palabras care- 
cen de autoridad y por si lo expuesto no basta, haremos, para 
terminar, dos citas más. 

La primera cita está tomada de una historia americana 
(The American Nation, aHistory, editedby A. B. Hart, 1690-1740). 

Discutiendo la política colonial anglo-americana, el autor 
se expresa en estos términos: 

Estos principios generales de la política colonial no pueden 
entenderse sin un estudio de la constitución provincial, usando 
la palabra en su sentido más amplio, á fin de poder incluir los 
gobiernos de propietarios, lo mismo que los gobiernos reales. El 
aspecto esencial de este sistema, consiste en un gobernador nom- 
brado, ya por el Rey, ya por el propietario, excepto en los casos 
comparativamente raros, en que el propietario gobernaba la pro- 
vincia por sí mismo. En cualquier caso, el gobernador repre- , 
senta el principio de control externo, una autoridad fuera de la 
comunidad. Sus poderes y deberes se definían en la comisión y 
en las instrucciones que se le daban por la misma autoridad 
externa, revocables á voluntad de ésta. Á su lado estaban 
los Consejeros que, excepto en Massachussetts, recibían sus fa- 



(1) Thomas vs. Taylor, 2 Am. Rep. 625. 

(2) Crunert vs. Spalding, 78 N. W. 606, 613. 
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cultades del Rey ó del propietario, y representaban, como el 
gobernador, el principio de control externo. En el departamento 
legislativo solamente existía el principio de representación popu- 
lar, generalmente reconocida por las autoridades en Inglaterra. 
A fines del siglo XVII cada provincia tenía su Asamblea repre- 
sentativa, conocida con diferentes nombres en las diferentes colonias. 
En Virginia se llamaban la Cámara de Burgueses ; en Carolina del 
Sur, la Cámara de los Comunes de la Asamblea; y en Massa- 
chussetts, la Cámara de Representantes. 

La otra cita, con la que cerramos este documento, debe te- 
ner para la Comisión una autoridad excepcional. Nosotros, 
desde luego, la reconocemos. Se trata del primer Presidente 
de la Comisión, del que fué portador de las instrucciones del 
Presidente McKinley, invocadas por la Comisión. 

El Presidente Taft, á la sazón Secretario de Guerra, vino 
á Filipinas, como se recordará, para inaugurar la Asamblea 
Filipina. En su discurso inaugural y refiriéndose al artículo 
de la Ley de l.o de Julio de 1902, -que instituye la Asamblea 
Filipina, dijo lo siguiente: 

Su efecto es dar á un cuerpo representativo de filipinos el de- 
recho de iniciar, modificar, enmendar, formar ó frustrar la le- 
gislación propuesta por la Comisión. Se le quita á la Asamblea 
el poder de obstrucción negándose á aprobar los presupuestos, 
porque si acerca de ellos no se llega á un acuerdo entre la 
Comisión y la Asamblea, seguirá rigiendo el presupuesto del 
año anterior; pero descontando esta excepción, el poder abso- 
luto de poner el veto á toda legislación y de iniciar y for- 
mar proyectos de ley, es verdaderamente real. El concurso de la 
Asamblea en la formación de leyes útiles no puede menos de exigir el apoyo 
popular para su complimiento : los debates en la Asamblea y la actitud de ésta 
deben poner en conocimiento del Jefe Ejecutivo y de la otra rama de la Le- 
gislatura, 6 sea, la Comisión, lo que constituye los deseos del pueblo. El des- 
empeño de las funciones de la Asamblea debe proporcionar á los 
Representantes elegidos por el cuerpo electoral filipino, una edu- 
cación muy valiosa en las responsabilidades y dificultades del 
gobierno práctico. Les colocará dónde tendrán que investigar no 
sólo el acierto teórico de las medidas propuestas, sino también 
la cuestión de si podrán ser cumplidas en la práctica y deci- 
dir, cuando impliquen gastos, si son de utilidad suficiente para 
justificar la imposición de una carga económica sobre el pueblo 
para llevarlas á cabo. Pondrá á los miembros de la Asamblea, 
como representantes del pueblo, en contacto íntimo con el Jefe Ejecu- 
tivo, que ansiará mantener una armonía que es esencial para la 
eficacia del gobierno y para las medidas progresivas y útiles de 
reforma. 

Á su regreso á los Estados Unidos, el entonces Secretario 
Taft dio cuenta al Presidente de su viaje. Redactó una memo- 
ria especial, y, no obstante todas sus reservas, manifestó que: 
"lo que debe acentuarse en la declaración de nuestra política 
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nacional, es que deseamos preparar á los filipinos para el * go- 
bierno popular." Habló del gobierno central como de un c 'go- 
bierno central americano' ' y refirióse á la Asamblea como "una 
Asamblea legislativa completamente popular, para ejercer igual 
poder legislativo que la Comisión". Pero donde resalta más el 
contraste de representación entre la Comisión ó el Gobierno y 
la Asamblea, es cuando el Secretario Taft escribe lo siguiente : 

este paso (se refiere á la Asamblea) hacia la am- 
pliación del gobierno propio, robustecería al gobierno, consiguiendo 
del pueblo más pronta aquiescencia y mayor sumisión á medidas 
en cuya aprobación habían tenido parte sus representantes, que no 
cuando estas medidas eran los decretos de un gobierno extranjero. 

Recopilación. 

Convertida la presente discusión entre los representantes 
de ambas Cámaras en una serena discusión de principios, des- 
tinamos ahora lo que nos queda, á la fase enojosa de este 
asunto, que podría revestir cierto carácter personal. . 

Para mayor claridad enunciaremos de nuevo los principios 
establecidos en los documentos anteriores. Tres son los prin- 
cipales y más directamente pertinentes al asunto. 

1. Que los Comisionados Residentes representan en los 
Estados Unidos al pueblo filipino. 

2. Que la Asamblea representa, y es la única que repre- 
senta aquí, en el presente régimen, al pueblo filipino. 

3. Que la Comisión no representa al pueblo filipino. 

Antes de hacer aplicación de estos principios al caso pre- 
sente, importa establecer la conclusión de hecho, de que el 
candidato á Comisionado Residente, nominado por la Comisión, 
ha sido ocho veces rechazado por la Asamblea. No obstante 
pertenecer dicho candidato al Partido Progresista y estar éste 
representado en la Asamblea, la última votación contra el can- 
didato de la Comisión fué unánime. 

Las razones de la Comisión para proceder á la nominación 
discutida, y sostenerla, son, según sus propias manifestaciones, 
las siguientes: 

1. Que dicho candidato es el que mejor puede represen- 
tar á la Comisión. 

2. Que la Comisión cree que su candidato es el que mejor 
puede representar al pueblo filipino. 

3. Que el repetido candidato desempeñó puestos impor- 
tantes durante el Gobierno filipino y ayudó en la implantación 
de la soberanía americana en estas Islas. 
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4. Que dicho candidato representa también los intereses 
industriales y mercantiles y la Comisión opina que estos inte- 
reses deben estar representados en la persona de uno de los 
Comisionados Residentes. 

5. Que anteriormente el repetido candidato recibió por 
dos veces el voto de la Asamblea para el mismo cargo de 
Comisionado Residente. 

Pueblo y Gobierno. 

Consideraremos estas razones brevemente. 

1. Establecido definitivamente el principio de represen- 
tación y aplicado este principio al asunto que se discute, 
consideramos innecesario refutar el argumento de que el 
candidato en cuestión es el que mejor representa á la Comi- 
sión. En realidad, si este argumento vale algo, milita en 
contra de la representación popular atribuida al candidato 
discutido. Una cosa es la representación de la Asamblea y 
otra cosa es la de la Comisión, como una cosa es el pueblo 
y otra cosa el Gobierno. No se pueden confundir éstos dos 
términos. Desgraciadamente, la experiencia enseña que han 
sido en muchas ocasiones contradictorios. La experiencia en- 
seña también, que una situación de dependencia — llámese 
colonial ó no — lejos de evitar los conflictos, fatalmente los 
promueve. 

2. Este fundamento lo trataremos más adelante. 

La popularidad que se necesita. 

3. Si la cualificación esencial del Comisionado Residente 
es la de representar al pueblo filipino, el hecho de haber 
el candidato ocupado cargos importantes durante el gobierno 
de la República Filipina, pudo ser, entonces, una indicación 
de popularidad, pero no es ahora un dato concluyente de 
la misma. Esta indicación cfebe ser estudiada en relación 
con todos los demás datos y circunstancias del caso. Tén- 
gase en cuenta, además, que los cargos á que se refieren 
los representantes de la Comisión, no fueron conferidos al 
candidato en cuestión, por elección popular. 

Queremos pasar por alto, sin comentario alguno, el hecho 
de que el candidato discutido haya ayudado en la implanta- 
ción de la soberanía americana en estas Islas. Se necesitará 
probablemente algún tiempo, antes de que el juicio de los 
hombres, cuando se ocupen de los últimos acontecimientos 
políticos, pueda ser aceptado como sereno é imparcial. Sería 
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tarea por demás delicada, formular una crítica, por más ra- 
zonable que fuera, de la conducta de los hombres que, desde 
uno ú otro bando, tomaron parte en aquellos sucesos. Espe- 
cialmente cuando se trate de personas que, desde el bando 
de los americanos, hayan pasado á los filipinos, ó de aquellas 
que, desde los puestos de mayor confianza de entre estos 
últimos, hayan pasado á las filas de aquéllos. 

Dejando á un lado cuanto pasó con motivo de la revo- 
lución filipina y dejando á la posteridad formular el juicio 
correspondiente acerca de la conducta de los hombres de 
entonces, bastará, por ahora, que se manifieste que, á nuestro 
juicio, no es esta clase de popularidad, afianzada en tan 
frágiles cimientos, la que se necesita para un cargo de tan 
grave responsabilidad como el presente. 

Ataca los cimientos del propio gobierno. 

4. La razón alegada de los intereses industriales y mer- 
cantiles, la consideramos inconsistente. Estos intereses pueden 
ser nacionales, ó no. Si lo son, se consideran de hecho re- 
presentados, no solamente por medio del candidato nominado 
por la Comisión, sino por el otro candidato nominado por la 
Asamblea. Si tales intereses no fuesen nacionales, no creemos 
que se pueda insistir, con fundamento, en que deben ser re- 
presentados por medio de alguno de los dos Comisionados 
Residentes. 

La opinión de la Comisión de que uno de los Comisio- 
nados Residentes debe reunir ciertas condiciones de posición 
y riqueza, nos parece también insostenible. Ataca los fun- 
damentos del presente sistema de gobierno que, como se ha 
repetido varias veces, quiere atraer hacia sí el calificativo 
de democrático. En un gobierno democrático deben descar- 
tarse absolutamente los intereses especiales. Cuando la mira 
principal del Gobierno es el interés de la colectividad, el 
interés supremo del pueblo, desaparecen totalmente los inte- 
reses especiales. Si se aceptase la teoría de la Comisión, se 
habrá creado una clase especial de privilegiados y se habrán 
cerrado las puertas á la inmensa mayoría del país. Sola- 
mente unos pocos priviligiados "de elevada posición y de 
influencia entre los que se dedican á la industria, como al 
transporte, á la banca y al comercio" podrán ser llamados 
para ocupar el puesto y asumir la responsabilidad de Comi- 
sionado Residente. 

No estará por demás decir que esta teoría de la Comi- 
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sión es contraria á los principios americanos. Hablando de 
la igualdad en América, Lord Bryce escribe lo siguiente: 

Esta (la igualdad) ha sido el más constante orgullo de que 
siempre han alardeado los americanos ; por lo que se creyeron más 
libres que cualquier otro pueblo, porque la igualdad ha sido más 
asimilada por ellos. 

La igual* posesión de los derechos civiles privados por to- 
dos los habitantes y la igualdad activa ó pública, la igual pose- 
sión por todos de los derechos á una participación en el go- 
bierno, tales como la franquicia electoral y la elegibilidad al 
cargo público. Ambas clases de igualdad política existen en Amé- 
rica en su más amplia medida. 

El voto de la Asamblea. 

5. Más detenida consideración merece el argumento de 
que el candidato de la Comisión ha obtenido dos veces el voto 
de la Asamblea para el mismo cargo de Comisionado Resi- 
dente. Esto plantea la cuestión que hemos enumerado como 
número 2 de las razones de la Comisión, <> sea que dicho 
candidato puede representar al pueblo filipino. Nosotros no 
negamos que el repetido candidato ha sido elegido dos veces 
por la Asamblea; pero negamos que él represente ahora al 
pueblo. 

Á primera vista, el argumento de la Comisión tiene algún 
valor. Por poco que se le examine, sin embargo, se verá que 
carece totalmente de base. ¿Qué significa el hecho de que 
haya sido votado dos veces? Aparte de que esta Asamblea no 
es la Asamblea que votó anteriormente á dicho candidato, y ha 
tenido lugar después una elección general que, por medio 
del voto, ha elevado á nuevos hombres, es lo cierto que - la 
Comisión olvida que . su candidato acaba de ser ocho veces 
rechazado por esta nueva Asamblea. No comprendemos cómo 
la Comisión tiene en cuenta solamente las dos veces que su 
candidato obtuvo los votos, y no las ocho veces en que fué 
rechazado. Ó la Comisión concede algún valor al voto de la 
Asamblea, ó no lo concede. Si lo primero, nadie que desconozca 
todos los hechos — tanto las dos votaciones anteriores en pro, 
como las ocho nuevas en contra — podrá decir que el candidato 
de la Comisión representa en ester preciso instante al pueblo. 
Si nada valen las últimas votaciones de la Asamblea, entonces; 
no vemos cómo puede concederse tal valor á aquellas otras vo- 
taciones, más remotas todavía. 

Es verdad que no se puede negar la importancia, en estas 
cuestiones, del voto de la Asamblea. Sin que pretendamos 
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quitarle nada á la otra Cámara, para nosotros sería solamente 
justo el que la Asamblea reclame en esta cuestión el papel 
que le corresponde, ó sea el de determinar la popularidad del 
candidato. Se nos contestará que, según la Ley Orgánica, cada 
Cámara es el único juez del carácter representativo del can- 
didato. Esto no es exacto. Ni consta claramente en el texto 
de la ley, ni puede deducirse siquiera de él. Lo que la ley 
dispone es que cada Legislatura elegirá, por votación separada, 
dos Comisionados Residentes. No dice que cada Cámara ele- 
girá tales Comisionados, sino que ambas Cámaras harán la 
elección. Es decir, que lo que la ley requiere es, precisa- 
mente, no que una Cámara solamente haga la elección, sino 
que la elección de la una sea sancionada por la elección de 
la otra. Decimos que no puede deducirse que cada Cámara 
sea el juez único del carácter representativo de su candi- 
dato, por dos razones; primera, porque negamos que haya 
tal candidato de una Cámara solamente. Es cierto que por 
Resolución aprobada por ambas Cámaras, el procedimiento de 
la elección es que cada Cámara nomine un candidato. Pero 
esto no lo exige la ley. Y lo que aquí está preceptuado 
por una Resolución acordada solamente por ambas Cámaras, 
está dentro de la ley, como lo estaría igualmente el proce- 
dimiento de que la Asamblea eligiese dos candidatos, estando 
sujeta esta elección á la acción de la otra Cámara. Nos 
permitimos llamar la atención de la Comisión al report del 
Secretario Taft de 23 de Enero de 1908. * 'Después que yo 
dejé las Islas — dice el Secretario Taft — la Asamblea eligió 
dos Comisionados Residentes para representar las Islas en 
Washington, según disponía la Ley Orgánica del Gobierno 
de Filipinas. Estos Comisionados son elegidos por la Asam- 
blea y por la Comisión en sesiones separadas. Los dos can- 
didatos presentados por la Asamblea á la Comisión y acep- 
tados por ésta, fueron etc., etc." 

El mismo Congreso parece coincidir con la opinión que 
encierran las palabras transcritas, del Secretario de Guerra. 
Tanto la Cámara de Representantes como el Senado, en dos Re- 
soluciones diferentes, adoptadas con ocasión de la primera apari- 
ción en el Congreso de los Comisionados Residentes filipinos, 
establecen que estos Comisionados han sido elegidos por la 
Asamblea. Es extrapo que en las Resoluciones nada se diga 
acerca de la Comisión. Las Resoluciones son como siguen: 

Se resuelve: Que se extienda á los dos Comisionados Re- 
sidentes nombrados por la Asamblea Filipina, de acuerdo con 
las disposiciones de la Ley aprobada el l.o de Julio de 1992, 
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el privilegio de estar prerentes en el Salón de Sesiones de la 
Cámara, así como el derecho de tomar parte en los debates. 

Se ordena: Que se extienda á Benito Legarda y Pablo 
Ocampo, Comisionados Residentes nombrados por la Asamblea 
Filipina de acuerdo con las disposiciones de la Ley aprobada 
el l.o de Julio de 1902, el privilegio de estar presentes en la 
Cámara y del derecho de tomar parte en los debates. 

La Asamblea debe designar á los dos candidatos. 

El segundo fundamento en que nos apoyamos para recha- 
zar la teoría de que cada Cámara debe ser el único juez del 
carácter representativo de su candidato, es que, si así fuese, 
nunca se daría el caso de que el candidato de una Cámara 
no 'fuese aceptado por la otra. En último análisis, esto haría, 
nó que una Cámara aconsejase á la otra y tomase parte en la 
elección de su candidato, como parece que pretende la Ley 
del Congreso, sino que cada Cámara obraría completamente 
separada de la otra. De este modo, la Ley del Congreso habría 
sido modificada sin ningún trámite ni acción congresional. 
No eligiría la Legislatura, como dicha ley dispone, sino cada 
Cámara separadamente. La misma Resolución Conjunta apro- 
bada por la Legislatura, apoya nuestra tesis, pues prevé 
que puede darse el caso de que las dos Cámaras no lleguen 
á un acuerdo, por cuya razón, dicha Resolución dispone que 
las nominaciones se repetirán sucesivamente y hasta que di- 
chas Cámaras lleguen á un acuerdo. 

Para nosotros, la interpretación verdadera de esta Ley 
del Congreso, es que la Asamblea debe prácticamente de- 
signar á los dos candidatos y compete á la Comisión apro- 
bar ó no la designación. Esta interpretación está ajustada 
á la ley y á los principios que se han establecido arriba. 
Porque si el Comisionado Residente representa al pueblo 
en América y si este pueblo no está representado en Filipi- 
nas sino por la Asamblea, la consecuencia es que la Asam- 
blea debe ser considerada como el órgano político más apro- 
piado para realizar la función electoral de escoger al Comi- 
sionado Residente. Se preguntará quizás, qué papel le co- 
rresponde á la Comisión, según la Ley del Congreso. La 
contestación ya la habíamos adelantado en documentos ante- 
riores: la Comisión actúa en este asunto •como un poder mo- 
derador establecido por el Congreso para que, "en esta nueva 
responsabilidad estuviesen unidas ambas Cámaras, para que 
la representación popular, que es á la que propiamente, y 
en realidad, debiera competir la designación, depurase sus 
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juicios y adoptase sus determinaciones con los consejos de 
la Comisión". 

Encuéntrase explicación á lo que decimos, en los prece- 
dentes del cargo y en la situación que prevaleció cuando el 
Congreso dictó la Ley de l.o de Julio de 1902. Si estudia- 
mos el status de los territorios y sus gobiernos, en cuyo tipo 
de organización ha sido modelado el nuestro, hallaremos que, 
en todos los casos, el cargo de representante territorial se 
vinculó en el pueblo, y como consecuencia de este carácter, se 
dio al pueblo, directa ó inmediatamente, una gran parte del 
poder para elegir. Cuando la Ley del Congreso no disponía 
una elección directa, la elección se hacía por la Legislatura del 
territorio, compuesta del Concejo y de la Cámara, en sesión con- 
junta, asignando así, prácticamente, la responsabilidad de la 
elección en la Cámara más numerosa de la Legislatura. 

Serían difíciles de averiguar con exactitud, los motivos que 
indujeron al Congreso á adoptar la presente forma de elección 
de los Comisionados Residentes de Filipinas. Pero no sería 
infundada la creencia de que esta forma se adoptó, siguiendo 
solamente la recomendación de los hombres responsables de 
la Administración entonces, con absoluto desconocimiento di- 
recto de las condiciones del Archipiélago. El número con- 
siderable de las Islas parecía que dificultaba la elección di- 
recta, concedida á todos los territorios, incluyendo á Puerto 
Rico. Luego, empezaba solo á brotar en el Congreso la con- 
fianza en este pueblo. Recuérdese con cuánta dificultad se 
incorporó á la ley la disposición referente á la Asamblea. 

Conviene fijarse, además, en que mientras el Congreso 
determinó que el número de Representantes de la Asamblea 
podía ascender á ciento, la misma ley disponía que la Co- 
misión estaría compuesta solamente de siete miembros. Esta 
razón de desigualdad de número, ha debido influir podero- 
samente en el Congreso. 

Las Cámaras de la Legislatura actuando como orga- 
nismos ELECTORALES. 

En la elección de los Comisionados Residentes, las Cáma- 
ras de la Legislatura no actúan como Cámaras legislativas, sino 
como un organismo electoral, como mandatarios del pueblo. 
Al actuar de esta manera, las Cámaras no obran por sí ni para 
sí, sino por el pueblo y para el pueblo, pues se ha aceptado 
que el Comisionado Residente representa al pueblo y no á las 
Cámaras. La consecuencia es que lo que debe decidir la acti- 
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sino la opinión del pueblo en cuyo lugar ellos actúan. Las 
Cámaras deben hacer exactamente lo que el pueblo haría si vo- 
tara. Pero en la imposibilidad de saber qué opina el pueblo, 
y en un caso de conflicto como el presente, parecería natural 
que la Cámara que no está elegida, diese la preferencia á 
la otra que lo está, y que, naturalmente, está más en con- 
tacto con el pueblo y conoce mejor sus deseos y sus aspiraciones. 
Además, cuando el pueblo elige á los miembros de la Asam- 
blea, sabe que estos miembros habrán de elegir luego á los 
Comisionados Residentes. 

Antes de terminar, debemos recoger algunas afirmaciones 
de la Comisión que, aunque no directamente pertinentes al 
asunto, merecen, sin embargo, alguna contestación. 

Se dice que el Congreso que instituyó la Asamblea, no 
creó una Legislatura totalmente electiva y que, como resul- 
tado de esta constitución de la Legislatura, los Comisionados 
Residentes son elegidos de la manera dispuesta en la Ley 
de I. o de Julio. Esto es inexacto. No hay relación alguna 
entre la constitución de una Legislatura y la forma de elec- 
ción de los Comisionados Residentes. Como se dijo antes, 
cuando las Cámaras eligen á los Comisionados Residentes, no 
actúan como Cámaras legislativas sino como cuerpo electoral. 
Por esta razón, el Congreso no siempre ha dispuesto la pre- 
sente forma de elección de los Comisionados Residentes, no 
obstante haber dispuesto en otras ocasiones, no una Legis- 
latura totalmente electiva, sino una Legislatura mitad elegida 
y mitad nombrada, como nuestra Legislatura Filipina. (1) 

Se dice también que los antecedentes del Congreso de- 
muestran que el artículo 8 de la Ley de 1.° de Julio de 1902, 
no se ha aprobado como fué originalmente propuesto por la 
Cámara de Representantes. En lugar de la votación directa que 
primeramente se propuso, se adoptó la forma de elección de se- 
gundo grado, tal como ahora está en vigor. Este hecho no 
significa nada. Hemos examinado los debates del Congreso 
y no hemos encontrado nada que indique que el propósito 
fué. que cada Cámara eligiese á su Comisionado Residente. 
Todo lo que ocurrió, fué que el Senado y la Cámara de Repre- 
sentantes no estaban de acuerdo, en muchas partes del bilí 
propuesto, lo que provocó un amplio debate, y para llegar 



(1) Territorio de Missisipi, Ley del Congreso de 9 de Enero de 180S; territorio de 
Missouri, Ley del Congreso de 4 de Julio de 1819; territorio de Michigan, Ley de 30 de Marzo 
de 1822; y Puerto Rico. Ley de 12 de Abril de 1900. 
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á este acuerdo celebraron una conferencia, acordándose en el 
Comité de Conferencia, que el Senado retirase algunas en- 
miendas y la Cámara de Representantes otras. 

La bola electoral de la Comisión. 

Hay otro punto que toca lá Comisión y no debe ser olvi- 
dado. Ese es el que se relaciona con la afirmación de la 
Comisión, que asegura no haber encontrado nada por qué su 
candidato no debe ser reelegido. No queremos discutir ahora, 
la conveniencia ó no conveniencia de las muchas reeleccio- 
nes. El pueblo filipino ha demostrado más de una vez, que 
no es muy partidario de las reelecciones sino cuando son 
realmente justificadas. Los casos de reelecciones, por segunda 
vez, son muy raros en Filipinas. Pero queremos hacernos 
cargo de un absurdo sostenido por la Comisión. La Comi. 
sión dijo que no sabe qué es lo que haya hecho su candi- 
dato para no ser reelegido. Nosotros entendemos que la 
cuestión no es qué es lo que no ha hecho el candidato para no 
ser reelegido, sino qué es lo que ha hecho efectivamente en favor 
del pueblo, que pudiese militar en pro de la reelección. Si 
aceptásemos la teoría de la Comisión, habríamos aceptado 
también la peregrina consecuencia de que el pueblo, en caso 
de reelección, tendría que demostrar por qué no ha reele- 
gido á una persona ya elegida, en vez de que la persona 
que trata de ser reelegida, al comparecer ante aquél, demues- 
tre los motivos que existen en favor de su reelección. Si 
no fuese así, bastaba ser elegido una vez, cruzarse de 
brazos y dejar que la bola de la reelección ruede, hasta que 
el candidato y no el cuerpo electoral diga: basta. 

No queremos repetir lo que manifestamos anteriormente 
respecto á los partidos políticos y el significado y el papel 
que nosotros reconocemos en ellos, en un gobierno de tipo 
republicano. Decimos solamente, . como para completar lo que 
hemos manifestado anteriormente, que no se ha descubierto 
todavía la manera de averiguar la opinión del pueblo, fuera 
de los métodos usuales en política. El papel de los partido s 
políticos no puede desconocerse. 

Aceptamos como último resultado de nuestra teoría acerca 
de los partidos políticos, que la mayoría nacionalista podría 
exigir que los dos Comisionados Residentes sean del partido 
de la mayoría. Esta consecuencia sería lógica; el resultado, 
natural. Pero nada impide á la mayoría el renunciar á ha- 
cer objeciones en esta ocasión, especialmente para realizar 
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la política que ya hemos expuesto en nuestra primera con- 
testación. 

Sentimos discrepar de la Comisión en su creencia de que 
no somos lógicos, cuando no admitimos á su candidato como 
un candidato popular, mientras admitimos que la minoría de 
la Asamblea que no es más que la cuarta parte del poder 
de dicha Asamblea, representa algo. Qon todos los debidos 
respetos, permítasenos decir que para nosotros, la minoría 
de la Asamblea tiene mucha más representación popular 
que la Comisión entera. La Comisión, como ya hemos ma- 
nifestado, carece de representación popular, al paso que si, 
por un lado, cada miembro de la minoría representa por lo 
menos á noventa mil habitantes de su distrito, por otro lado, 
esta minoría, al fin y al cabo, es una parte integrante de un 
partido político conocido, cuyas ideas y cuya representación 
ostentan sus miembros dentro de la Asamblea. 

i NO PODEMOS, NO DEBEMOS CEDER! 

La Comisión, como la Asamblea, tiene derecho á insistir 
en su actitud. La Asamblea reconoce que, al insistir, puede 
no elegir Comisionados Residentes. Hemos meditado todo esto, 
hemos medido las consecuencias de nuestra actitud, y des- 
pués de hacernos cargo de la situación y sus resultados, re- 
sueltamente decidimos que no debemos aceptar el candidato 
propuesto por la Comisión. Hacer lo contrario, sería sancio- 
nar con nuestros votos un candidato que el pueblo, por me- 
dio de la Asamblea, ha rechazado y rechaza. 

No podemos sacrificar ideas ni principios capitales. No 
podemos ceder en lo fundamental. Precisamente por lo que 
dicen los representantes de la Comisión: porque "no hay 
que olvidar tampoco, que si bien se ha dado á los filipinos 
participación en el Gobierno, no se ha establecido entera- 
mente eL Gobierno propio en estas Islas.' ' 

Si queremos ser libres, si queremos ser independientes, 
y los representantes de la Comisión saben que lo deseamos, 
no podemos transigir en lo sustancial, no debemos ceder, 
cuando ceder significa atentar contra los derechos del pueblo. 
Estamos aquí por el pueblo y para el pueblo, para velar 
por sus derechos, ó, de lo contrario, nuestra representa- 
ción está de más. 
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EXTRACTO 

DE ALGUNAS ACTAS DE LA ASAMBLEA QUE DAN 
IDEA DE LO QUE OCURRIÓ EN DICHA CÁMARA, DES- 
PUÉS DEL INFORME DE DESACUERDO. 

. ACTA N? 88. 

Miércoles, 1.° de Febrero de 1911. 
Se abre la sesión á las 7.00 p.m. 

SPEAKER PRO TEMPORE. 

El Speaker designa Speaker pro tempore al Sr. Ocampo, 
y en su consecuencia, 

El Sr. Ocampo ocupa la Presidencia. 

DESACUERDO DE LOS COMITÉS DE CONFERENCIA EN 
EL ASUNTO DE LA ELECCIÓN DE COMISIONADOS RE- 
SIDENTES. 

El Sr. Osmeña, en nombre del Comité de Conferencia 
por parte de la Asamblea sobre el asunto de la elección de 
Comisionados Residentes, de que es Presidente, da cuenta á 
la Mesa, que, habiéndose reunido dicho Comité con el de la 
Comisión tantas veces cuantas fueron necesarias, y después 
de una libre y amplia conferencia, dichos Comités de Con- 
ferencia no han podido llegar á un acuerdo. 

El informe y el record del Comité de Conferencia se pre- 
sentan en el acto. 

El Sr. Sotto pide que se de lectura á dichos documen- 
tos de conferencia, 

Y no habiendo objeción por parte de la Cámara, 
Se procede á su lectura. 

Después de haberse empleado algún tiempo en la lectura 
de los documentos referidos, el Sr. Barretto pide que se sus- 
penda la lectura para continuarla en la próxima sesión. 

Y pendiente dicha moción, pide, además, que la próxima 
sesión se celebre á las 9 a.m. del día siguiente. 

Sometidas ambas mociones á la Cámara, resultan 
Aprobadas. 

-~ ,, Ramón Diokno, 

Doy fe: ' 

Secretario, Asamblea Filipina. 
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ACTA N9 89. 

Jueves, 2 de Febrero de 1911. 
Se abre la sesión á las 11.50 a.m. 



SPEAKER PRO TEMPORE. 

El Presidente designa nuevamente Speaker pro tempore al 
Sr. Ocampo, 

Y en su consecuencia, éste ocupa la Presidencia. 

ELECCIÓN DE COMISIONADOS RESIDENTES: APROBADO 
UNÁNIMEMENTE EL INFORME DE DESACUERDO. 

Por orden del Speaker pro tempore, continúa la lectura 
de los documentos presentados por el Comité de Conferencia 
por parte de la Asamblea en el asunto de la elección de 
Comisionados Residentes. 

Terminada dicha lectura, 

El Sr. Osmefía, Presidente del Comité de Conferencia. por 
parte de la Asamblea, pide que la Cámara apruebe el informe 
y las conclusiones de dicho Comité, 

El Sr. Kalaw propone que la votación sea nominal. 

Sometida la moción á la Cámara, resulta 

Apoyada por una mayoría. 

Se pone á votación nominal la aprobación del informe 
y de las conclusiones del Comité de Conferencia sobre la elección 
de Comisionados Residentes, 

(Sí 55. 

Dando el siguiente resultado •< No 0. 

( Ausentes 25. 

DIJERON Sí: 

Señores: Adriático, Señores: Claravall, 

Apacible, Concepción, 

Aréjola, Contreras, 

Azanza, Díaz, 

. Balmori, Fonacier, 

Barrera, Fuentebella, 

Barretto, Gabaldón, 

Borja, Galicano, 

Brimbuela, , Grajo, 

Caedo, Granados, 

Capistrano, Guaneo, 

Causíng, Guevara, 



Señores: llagan, 




Señores: 


Ponce, 


Kalaw, 








Ramos, 


López Villanueva, 






Reyes, 


Lozada, 








Rosario, 


Lukbán, 








Ruíz, 


Luna, Joaquín D. 






Samson, 


Manikan, 








Sandoval, 


Mercado, 








Sotto, 


Nieva, 








Tirona, 


Obieta, 








Tupas, 


Osmeña, 








Valle, 


Padilla, 








Veyra, 


Paredes, 








Villanueva, Francisco 


Paulino, 








Ziálcitá, 


Pecson, 








Zurbíto y 


El 


Speaker 


pro 


tempore. 




AUSENTES. 




Señores: Acuña, 




Señores: 


Ledesma, 


Borromeo, 








López, Ramón 


Boylés, 








López Vito, 


Braganza, 








Luna, José L. 


Calleja, 








Marchadesch, 


Cinco, 








Paj arillo, 


Clarín, 








Patajo, 


Cortes, 








Pérez, 


Fajardo, 








Rodríguez, 


Guingona, 








S alazar, 


Hernández, 








Singson, 


Javier, 








Villamor y 



Villanueva, Hermenegildo. 

La Mesa, en su consecuencia, declara aprobadas el in- 
forme y las conclusiones de dicho Comité de Conferencia por 
parte de la Asamblea. 



ELECCIÓN TERMINADA Y FRACASADA. 

El Sr. Kalaw pide la suspensión del Reglamento y la 
aprobación de la Resolución Conjunta N? 20 de la Asamblea, 
presentada por el mismo, titulada: 

Resolución Conjunta que revoca las Resoluciones Conjuntas Números 
Dos de la Primera Legislatura Filipina y Uno y Dos de la Segunda Le- 



75 

gislatura y declara terminada y fracasada la elección de Comisionados Re- 
sidentes en los Estados Unidos. (1) 

Se lee la Resolución Conjunta, y 
Se someten á la Cámara dichas mociones, y 
Habiendo votado una mayoría en favor de las mismas, 
El Reglamento es suspendido y la Resolución Conjunta, 
Aprobada. 
• ••••*............. . ., ...... ...... ................ 

~ £ . Ramón Diokno, 

Doy fe: 

Secretario., Asamblea Filipina. 



ACTA N9 90. 

Viernes , 8 de Febrero de 1911. 
Se abre la sesión a las 12.30 p. m. 

El Secretario lee los siguientes: 

MENSAJES DE LA COMISIÓN. 



Manila, 8 de Febrero de 1911. 
Señor Presidente: 

Se me ha ordenado que ponga en conocimiento de esa 
Honorable Cámara que el día 3 de Febrero de 1911, dejó la 
Comisión sobre la mesa la Resolución Conjunta No. 20 de 
la Asamblea, titulada: 

Resolución Conjunta que revoca las Resoluciones Conjuntas Números 
Dos de la Primera Legislatura Filipina y Uno y Dos de la Segunda Le- 
gislatura y declara terminada y fracasada la elección de Comisionados Re- 
sidentes en los Estados Unidos. 

Para conocimiento de la Asamblea se incluye copia del 
informe del Comité sobre la Resolución Conjunta de la 

(1) La Resolución Kalaw, dice así: 

La Comisión de Filipinas y la Asamblea Filipina resuelven: Que siendo imposible 
para las dos Cámaras de la Legislatura llegar á un acuerdo en la elección de los Comi- 
sionados Residentes en los Estados Unidos bajo las disposiciones de la Resolución Con- 
junta Número Dos de la Primera Legislatura Filipina y las Resoluciones Conjuntas Nú- 
meros Uno y Dos de la presente Legislatura, por la presente quedan revocadas dichas 
Resoluciones Conjuntas, y la elección de dichos Comisionados Residentes por ambas Cá- 
maras de esta Legislatura se dá por la presente por terminada y fracasada, á menos que 
por Ley posterior del Congreso se disponga que estas Cámaras elijan nuevamente á dichos 
Comisionados Residentes. 

Adoptada, 
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Asamblea No. 20. 

Muy respetuosamente, 

(Fdo.) Geo. C. Schweickert, 
Secretario Interino de la Comisión de Filipinas. 

Al Honorable Presidente de la Asamblea Filipina. 
Al Archivo. 

Manila, S de Febrero de 1911. 
Señor Presidente: 

Se me ha ordenado que ponga en conocimiento de esa 
Honorable Cámara que la Comisión está dispuesta á prose- 
guir en el asunto de la elección de Comisionados Residentes 
en los Estados Unidos. 

Muy respetuosamente, 

(Pdo.) Geo. C. Schweickert, 

Secretario Interino de la Comisión de Filipinas. 

Al Honorable Presidente de la Asamblea Filipina. 

NOMBRAMIENTO DE UNA COMISIÓN MIXTA DE NO- 
MINACIÓN. 

El Sr. Adriático, en nombre del Comité de Reglamentos, 
propone la aprobación de la Resolución Conjunta No. 21 de la 
Asamblea, preparado por el mismo Comité, titulada: 

Resolución Conjunta disponiendo el nombramiento de una Comisión 
mixta de nominación de Comisionados Residentes en ios Estados Unidos. (1) 

El Secretario lee la Resolución, y 

La Mesa la pone á votación, resultando 

Aprobada. 

En su consecuencia, la Mesa nombra la siguiente 

COMISIÓN MIXTA DE NOMINACIÓN DE COMISIONA- 
DOS RESIDENTES: 

Señores Barretto, 
Clarín y 
Singson. 



(1) Esta resolución es del siguiente tenor: 

La Comisión de Filipinas y la Asamblea Filipina resuelven: Que, no obstante cual- 
quiera disposición en contrario de las Resoluciones Conjuntas Número Dos de la Primera 
Legislatura Filipina y Dos de la Segunda Legislatura Filipina* se nombra un Comité Mixto 
de Conferencia, compuesto de miembros de ambas Cámaras no excediendo de tres por cada 
una, para llegar á un acuerdo, si fuere posible, respecto á los candidatos á Comisionados 
Residentes de Filipinas en los Estados Unidos. 

Adoptada. 



77 



El Secretario lee el siguiente 

MENSAJE DE LA COMISIÓN. 

Manila, S de Febrero de 1911. 
Señor Presidente: 

Se me ha ordenado que ponga en conocimiento de esa 
Honorable Cámara que la Comisión, el 3 de Febrero de 1911, 
adoptó sin enmienda la Resolución No. 21 de la Asamblea, 
titulada: 

Resolución Conjunta disponiendo el nombramiento de una Comisión 
mixta de nominación de Comisionados Residentes en los Estados Unidos, 

y ha nombrado para formar parte de dicha Comisión á los 
Comisionados Gilbert, Suinulong y el Presidente. 
Muy respetuosamente, 

(Fdo.) Geo. C. Schweickert, 
Secretario Interino de la Comisión de Filipinas. 

Al Honorable- Presidente de la Asamblea Filipina. 
Al Archivo. 

NOMINACIÓN DE COMISIONADOS RESIDENTES.— IN- 
FORME DEL COMITÉ MIXTO DE NOMINACIÓN—PROPO- 
SICIÓN DE LA COMISIÓN, RECHAZADA. 

El Sr. Barretto, en nombre de los miembros diputados del 
Comité Mixto de Nominación de Comisionados Residentes en los 
Estados Unidos, informa á la Cámara que dicho Comité no 
ha podido llegar á un acuerdo, toda vez que los representantes 
de la Comisión insisten en presentar como candidato de dicho 
cuerpo al Hon. Benito Legarda, y asimismo manifiesta que dichos 
representantes de la Comisión proponen que la Legislatura sugiera 
al Congreso de los Estados Unidos la enmienda de la Ley 
referente á los Comisionados Residentes en el sentido de que 
el término de cuatro anos comience á contarse desde el 4 de 
Marzo de 1913, y que los Comisionados Residentes actuales 
permanezcan en sus puestos hasta tanto que la Legislatura 
nomine debidamente á otros Comisionados y tomen éstos po- 
sesión de sus cargos. 

Él Sr. Sotto propone que se rechace la proposición de 
la Comisión, 

La cual, 

Puesta por la Mesa á votación, resulta 

Rechazada. 
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NOTIFICACIÓN A LA COMISIÓN. 

El Sr. Barretto solicita entonces permiso para ausentarse 
del Salón, con el fin de informar á ]a Comisión acerca de dicho 
acuerdo. 

El Sr. Singson cree que la proposición de la Comisión 
es un medio para terminar de una vez con este asunto, y 
propone que, para zanjar las dificultades existentes, se acepte 
dicha proposición. 

La Mesa explica á la Cámara que la moción del Sr. Sing- 
son envuelve la reconsideración del asunto, pero, no obstante, 
somete la misma á la Cámara, 

Puesta la cual á votación, resulta 

Rechazada. 

La Mesa somete entonces á la Cámara el permiso soli- 
citado por el Sr. Barretto, 

Y no habiendo objección, 

La Mesa concede el permiso solicitado. 

ELECCIÓN DE COMISIONADOS RESIDENTES.— NUEVO 
INFORME DEL COMITÉ MIXTO DE NOMINACIÓN. 

El Sr. Barretto manifiesta, por parte de los miembros 
Diputados del Comité Mixto de Nominación, que ha notificado á 
la Comisión que la Cámara no ha aceptado la sugestión indicada 
por aquella en el asunto de la elección de los Comisionados 
Residentes, y estando vigente la Resolución Conjunta N? 2 de 
la presente Legislatura sugiere que debe nominarse en este 
día los Comisionados Residentes, para lo cual procede que la 
Cámara se constituya en forma al objeto de nominar á los 
mismos. 

El Sr. Fuentebella cree que el informe del Comité en- 
vuelve una proposición á la Cámara, y desea saber si debe 
votarse la proposición ó la confirmación del informe. 

El Sr. Singson, á su vez, manifiesta que el Comité no 
ha hecho más que informar á la Cámara de lo ocurrido en el 
Comité y que llama la atención de la misma al hecho de que 
estando vigente la Resolución Conjunta de ambas Cámaras, 
lo que procede es que la Cámara obre de acuerdo con dicha 
Resolución. 

RECESO. 

Se suspende la sesión á las 10.27 p. m., y 
Á las 10.37 p. m., se reanuda. 
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ELECCIÓN DE COMISIONADOS RESIDENTES. 
LEGARDA, NOMINADO POR LA COMISIÓN. 
El Secretario lee el siguiente 

MENSAJE DE LA COMISIÓN 

Manila, 3 de Febrero de 1911. 
Señor Presidente: 

Se me ha ordenado que ponga en conocimiento de esa 
Honorable Cámara que la Comisión ha nominado al Honora- 
ble Benito Legarda como su candidato para el puesto de 
Comisionado Residente en los Estados Unidos. 

Muy respetuosamente, 

(Fdo.) Geo. C. Schweickert, 
Secretario Interino de la Comisión de Filipinas. 

Al Honorable Presidente de la Asamblea Filipina. 

LA CÁMARA SE CONSTITUYE EN COMITÉ DE TODA 

LA CÁMARA. 

El Sr. Barretto solicita el consentimiento unánime de 
la Cámara para que ésta se constituya en Comité de Toda la 
Cámara. 

No habiendo objeción, 

Se constituye la misma en Comité de Toda la Cámara, 
designando la Mesa al Sr. Veyra Presidente de dicho Co- 
mité. 

Se suspende la sesión de la Cámara, á las 10.38 p. m. 

SE REANUDA LA SESIÓN DE LA CÁMARA. 

Á las 10.40 p. m. el Speaker vuelve á ocupar la Presi- 
dencia, reanudándose la sesión de la Cámara. 

INFORME DEL COMITÉ DE TODA LA CÁMARA. 

El Sr. Veyra, como Presidente del Comité de Toda la 
Cámara, informa que dicho Comité ha tenido bajo su consi- 
deración el asunto de la elección de Comisionados Residentes 
en los Estados Unidos y la nominación hecha por la Comi- 
sión á favor del Hon. Benito Legarda y que se le ha orde- 
nado que informe sobre el asunto con la recomendación de 
que presente y pida la aprobación de la Resolución No. 94 
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de la. Asamblea, preparada por el Comité de Reglamentos y 
aprobada por dicho Comité de Toda la Cámara titulada: 

r 

Resolución que declara fracasada la elección de Comisionados Residen- 
tes en cuanto se refiere al procedimiento marcado en las Resoluciones Con-* 
juntas Número Dos de la Primera Legislatura y Número Dos de la Segunda 
Legislatura, (1) 

y en su consecuencia presenta la referida Resolución y pide 
su aprobación. 

El Secretario lee la Resolución mencionada, y 

La Mesa la pone á votación, resultando 

Aprobada. 



Doy fé: 

Ramón Diokno, 

Secretario, Asamblea Filipina,, 



(1) Esta Resolución es como sigue: 

Se resuelve, Qne se haga constar que en vista de la persistencia de la Comisión en 
nominar al Honorable Benito Legarda como Comisionado Residente, y en vista de la im- 
posibilidad para la Asamblea de concurrir con esta nominación, dicha Asamblea cree qne, 
no teniendo efecto la nominación que unánimemente haría en favor del Honorable Ma- 
nuel L. Quezon, á pesar de la aceptación de la Comisión, no conducirían á ningún resultado 
el nuevo rechazamiento del Sr. Legarda y una nueva nominación del Honorable Manuel 
L. Quezon; y en vista igualmente de hallarse la Legislatura en los últimos instantes de su 
período legislativo, 

Se resuelve, además, Que la elección de Comisionados Residentes se declare por la pre- 
sente fracasada en tanto en cuanto se refieie al procedimiento marcado en las Resoluciones 
Conjuntas No- 2 de la Primera Legislatura y No 2 de la Segunda Legislatura. 

Adoptada. 
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